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MSP-DM-AG-AEE-889-2020 
18 de diciembre de 2020 

 
Licenciado   
Michael Soto Rojas 
MINISTRO 
 
Asunto:   Informe parcial 01-043-2020 CI/AEE, “Estudio especial sobre el sistema de control interno de los 

procesos sustantivos de la Asesoría Jurídica: Subproceso Reclamos Administrativos” 

 
Estimado señor:  
 
En atención a solicitud de realizar un estudio integral en la Dirección de la Asesoría Jurídica, 
presentamos para su conocimiento los resultados obtenidos por nuestra Área de Estudios Especiales, 
en el Subproceso de Reclamos Administrativos, perteneciente a esa instancia auditada; conforme al 
ámbito de nuestra competencia. 
 
El objetivo general del estudio consistió en verificar el sistema de control interno de los procesos 
sustantivos que ejecuta el Subproceso de Reclamos Administrativos, en cumplimiento de las 
competencias que le fueron otorgadas en el Reglamento de Organización del Ministerio de Seguridad 
Pública, Decreto Ejecutivo Nº 36366-SP, abarcando el periodo comprendido entre el 1 enero de 2009 
y el 31 de agosto 2019, periodo que se amplió cuando se consideró necesario. 
 
Durante el desarrollo de la auditoría, se determinaron debilidades de control interno en el proceso de 
atención de los reclamos administrativos y las gestiones administrativas de oficio, sus actividades de 
control, supervisión, seguimiento y gestión documental, producto del incumplimiento a la Ley General 
de Control Interno, a las Normas de Control Interno para el Sector Público y demás ordenamiento 
jurídico y técnico, mismas que se encuentran detalladas en el presente informe, a efecto de que la 
Administración tome las acciones correctivas pertinentes, con el objetivo de promover la mejora 
continua y garantizar el cumplimiento del sistema de control interno institucional. 
 
Los resultados del presente informe fueron comunicados el día 2 de diciembre de 2020, a los señores 
Paula Solano Aguilar, representante de su Despacho; Esteban Artavia Jiménez, representante del 
Despacho del Viceministro Administrativo; Randall Arias Quesada, representante de la Dirección 
General Administrativa y Financiera; José Antonio Calderón Fallas, Jefe del Subproceso de Reclamos 
Administrativos de la Asesoría Jurídica; Andrés Solano Chaves, representante de la Oficina de 
Planificación Institucional; Jorge Juárez Aparicio, Jefe del Archivo Central; Xinia Abarca Jiménez, 
Patricia Hernández Arce, Cecilia Fernández Castro, representante de la Dirección de Recursos 
Humanos, Jefe del Departamento de Remuneraciones y Compensaciones y Jefe del Departamento 
de Análisis Ocupacional, respectivamente; y Yanci Camacho Rojas, representante de la Comisión 
Institucional de Teletrabajo. 
 
Es preciso señalar que el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, no participó, pese a que 
fue convocado. 
 
De los aspectos comentados en dicha reunión, el Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe del 
Subproceso de Reclamos Administrativos, comentó que, en el caso de los reclamos por el pago del 
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incentivo por Alto Riesgo, la Procuraduría General de la República solicita que cada caso debe contar 
con la justificación respectiva e individualizada.   
 
Sobre el mismo tema, la Licda. Cecilia Fernández Castro, Jefe del Departamento de Análisis 
Ocupacional de la Dirección de Recursos Humanos; manifestó que los funcionarios presentan 
reclamos ante diferentes dependencias externas, tales como juzgados, la Defensoría de los 
Habitantes, entre otros; situación que obliga a dar respuesta de forma individual.  
 
Así mismo agregó que, los funcionarios presentan reclamos parciales, por lo que debe atenderse 
cada caso en particular; lo que implica revisar los periodos respectivos para determinar si procede o 
no el reclamo; de acuerdo con los requisitos vigentes.  
 
Por otra parte, la Licda. Patricia Hernández Arce, Jefe del Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos, externó que, el traslado de las gestiones 
administrativas de oficio al Subproceso de Reclamos Administrativos se realiza de forma cronológica, 
ocasionando demoras en su atención y limitando establecer una periodicidad de envío al Subproceso.  
 
Adicionalmente señaló en relación con el presupuesto que, por motivo de la crisis fiscal algunos 
casos no se han podido cancelar con la celeridad que se quisiera; es difícil contar con la 
disponibilidad presupuestaria suficiente para atender los reclamos administrativos que se presentan. 
 
Es preciso indicar que, los procedimientos de auditoría se realizaron de conformidad con las Normas 
generales de auditoría para el Sector Público (Resolución R-DC-064-2014), las Normas para el 
ejercicio de la auditoría interna en el Sector Público (Resolución R-DC-119-2009) y demás normativa 
vinculante emitida por la Contraloría General de la República. 
 
 

I. RESULTADOS OBTENIDOS 
 

Antecedentes 
 
Inicialmente el Subproceso formaba parte del Proceso Jurídico Administrativo que, a partir del año 
2013, se separó en dos: Subproceso Jurídico Administrativo y Subproceso Reclamos 
Administrativos; ambos adscritos a la Asesoría Jurídica.  
 
El Subproceso de Reclamos Administrativos estaba conformado; al momento de nuestro estudio; por 
10 funcionarios: un oficinista, 2 secretarias, 6 abogados y una jefatura y sus funciones están 
establecidas en el artículo 9 del Reglamento de Organización del Ministerio N° 36366-SP, a saber:  
 

“Artículo 9º-El Subproceso de Reclamos Administrativos tendrá a su cargo las 
siguientes funciones: 
 
1) Conocer y preparar los proyectos de resolución de los reclamos administrativos que 
conlleven carácter pecuniario que pueda significar alguna erogación a cargo del 
Erario, cuya resolución deba ser emitida por el (la) Ministro (a). 
 
2) Conocer y preparar los proyectos de resolución de los recursos de reconsideración 
o reposición, y de revisión contra las resoluciones por reclamos administrativos de su 
competencia, que debe ser emitida por el (la) Ministro (a). 
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3) Conocer y tramitar gestiones e informes que estén relacionadas con los reclamos 
administrativos de su competencia y deban interponerse o rendirse ante la Sala 
Constitucional, así como las diferentes instancias de los Tribunales de Justicia, o de 
cualquier órgano o ente de la Administración Pública. 
 
4) Atender y resolver las consultas provenientes de los (las) jerarcas y de los (las) 
funcionarios (as) del Ministerio, relacionadas con los reclamos administrativos de su 
competencia. 
 
5) Atender cualquier otra propia de su competencia”. 

 
Por lo anterior, es preciso señalar que el Subproceso atiende los reclamos administrativos 
interpuestos directamente por los afectados y las gestiones que la Administración de forma oficiosa 
realiza.  
 
Para la atención de los reclamos administrativos que son presentados por el reclamante, el 
Subproceso de Reclamos Administrativos solicita a la Sección de Incentivos y Beneficios del 
Departamento de Remuneraciones y Compensaciones, a la Sección de Expedientes de Recursos 
Humanos o al Departamento de Análisis Ocupacional; según corresponda; información que les 
permita, posteriormente y en los casos en los que aplique; remitir a la Sección de Remuneraciones 
del Departamento de Remuneraciones y Compensaciones, instancias todas de la Dirección de 
Recursos Humanos, lo correspondiente para el cálculo del monto adeudado; insumo necesario para 
preparar el proyecto de resolución.  
 
Para la atención de las gestiones administrativas de oficio, el proceso es inverso al mencionado 
anteriormente, ya que la Sección de Incentivos y Beneficios y el Departamento de Análisis 
Ocupacional, remiten a la Sección de Remuneraciones, los conceptos por los cuales se debe calcular 
el monto adeudado, información que dicha instancia remite al Subproceso de Reclamos 
Administrativos para elaborar el proyecto de resolución. 
 
En ambos procesos interviene, según sea el caso, su persona en calidad de Jerarca, el Viceministro 
Administrativo, la Asesoría Jurídica, los diferentes cuerpos policiales, las Secciones de Análisis y 
Seguimiento Presupuestario y de Aplicaciones, ambas del Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos, entre otros. 
 
Es en relación con este quehacer del Subproceso que esta Instancia Fiscalizadora se avocó a 
determinar la existencia, confiabilidad y oportunidad de los controles internos implementados en la 
atención de los casos o trámites, así como a verificar la existencia y confiabilidad del inventario de 
sus expedientes. 
 
Para una mayor comprensión de los resultados obtenidos, se dividieron en aspectos de 
organización1 y gestión2 del trabajo, a saber: 
 
 

 

                                                           
1 Proceso de decisión por el que se resuelve la forma en que el Subproceso va a desempeñar sus funciones. 

2 Trámite que se lleva a cabo para resolver un asunto. 
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1.1) Organización del trabajo. 
 

 
a) Manual de procedimientos. 
 
Al respecto el Lic. José Antonio Calderón Fallas; Jefe del Subproceso de Reclamos Administrativos 
de la Asesoría Jurídica; indicó a este Órgano Fiscalizador que, el manual de procedimientos que 
actualmente se está aplicando data del 2 de mayo de 2016 y está conformado por los siguientes 
procedimientos: Reclamo por días feriados, código PT-A-AJ-RA-02; Transacción días feriados, 
código PT-A-AJ-RA-03 y Reclamos varios que se compone de anualidades, carrera profesional, 
carrera policial, vacaciones, horas extraordinarias, diferencias salariales, ingreso al Estatuto Policial, 
Riesgo Policial y Alto Riesgo; código PT-A-AJ-RA-01.  
 
Adicionalmente agregó que, además de los anteriores, este Subproceso atiende los reclamos por 
diferencias salariales por la implementación de la Segunda Etapa del Manual de Clases Policiales y 
las gestiones administrativas de oficio, los cuales no están incluidos en el manual de procedimientos 
antes citado; y que, a la fecha de nuestro estudio, no había realizado ninguna gestión para 
incorporarlos; lo cual resulta preocupante, dado que este documento constituye una guía práctica del 
o los procesos que las dependencias realizan, con el objetivo de minimizar la ocurrencia de errores y 
como una herramienta básica para los procesos de inducción de nuevos funcionarios. 
 
Al respecto, se consultó al Lic. Andrés Solano Chaves, Analista de la Oficina de Planificación (en 
adelante OPI) quien confirmó que, el manual de procedimientos de la Asesoría Jurídica del cual 
forma parte el Subproceso de Reclamos Administrativos cuenta con el aval técnico de dicha Oficina; 
sin embargo, su actualización no ha sido gestionada.  
 
Agregó además que, dicho manual no cuenta con protocolos que constituyan directrices o 
lineamientos ni con formularios que permitan verificar, corroborar o estandarizar aspectos 
relacionados al cumplimiento de requisitos, documentos presentados o estados del expediente, entre 
otros.  
 
En relación al tema en comentario, la OPI emitió el oficio MSP-DM-OPI-151-2020 de fecha 5 de 
agosto de 2020, señalando que, toda actualización o modificación en procesos o procedimientos 
debe contar con el aval técnico de dicha Oficina, así mismo, determinó los lineamientos y directrices 
para tal efecto, mediante la Guía Técnica para el Control Documental de los Procesos y 
Procedimientos divulgada a nivel institucional mediante el oficio MSP-DM-OPI-2020-2020 de 20 de 
octubre de 2020. 
 
Lo comentado, incumple el artículo 15 de la Ley General de Control Interno, el cual establece entre 
los deberes del jerarca y del titular subordinado para las actividades de control, documentar, 
mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y los procedimientos de 
control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno y que definen la obligación de 
administrar y mantener apropiadamente los documentos y registros de las transacciones y hechos 
significativos que se realicen en la institución; deberes que deben cumplirse en cada una de las 
etapas de la gestión institucional. 
 
Asimismo, contravienen los apartados 4.1 y 4.2 de las Normas de Control Interno para el Sector 
Público, que establecen: 
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“4.1 Actividades de control. El jerarca y los titulares subordinados, según sus 
competencias, deben diseñar, adoptar, evaluar y perfeccionar, como parte del SCI, las 
actividades de control pertinentes, las que comprenden las políticas, los 
procedimientos y los mecanismos que contribuyen a asegurar razonablemente la 
operación y el fortalecimiento del SCI y el logro de los objetivos institucionales. Dichas 
actividades deben ser dinámicas, a fin de introducirles las mejoras que procedan en 
virtud de los requisitos que deben cumplir para garantizar razonablemente su 
efectividad.”  (El subrayado no es del original) 
  

“4.2 Requisitos de las actividades de control.  
…e) Documentación. Las actividades de control deben documentarse mediante su 
incorporación en los manuales de procedimientos, en las descripciones de puestos y 
procesos, o en documentos de naturaleza similar. Esa documentación debe estar 
disponible, en forma ordenada conforme a criterios previamente establecidos, para su 
uso, consulta y evaluación.”  
 

 
b) Inducción para nuevos funcionarios. 
 
Durante el desarrollo de este estudio el Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe del Subproceso de 
Reclamos Administrativos de la Asesoría Jurídica, indicó a esta Instancia Fiscalizadora que, el 
proceso para la inducción de nuevos funcionarios se realiza entregándole un ampo con un 
compendio de la normativa que incluye los diferentes reglamentos que fundamentan los rubros que 
generan los reclamos administrativos, sentencias de la Sala Segunda y pronunciamientos de la 
Procuraduría General de la República; con el objetivo de que los lea durante la primera semana de 
ingreso y que en caso de duda, consulte; a partir de la segunda semana de labores se le asignan 
expedientes; agregó además que de este procedimiento no se deja constancia. 
 
Preocupa a esta Auditoría General, la falta de una herramienta formal en la cual apoyarse para 
involucrar a los nuevos colaboradores y que coadyuve al correcto desarrollo de las actividades, 
reduciendo, significativamente, los márgenes de error en el futuro cumplimiento de las funciones que 
se le asignen. 
  
Dicha omisión incumple el apartado e) del artículo 13 de la Ley de Control Interno que estipula entre 
los deberes del jerarca y del titular subordinado en el ambiente de control, establecer políticas y 
prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, 
vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con 
el ordenamiento jurídico y técnico aplicable.  

 
Una inducción y entrenamiento adecuados favorecen el desempeño futuro del funcionario; por tanto, 
no debería la Administración menospreciar los beneficios que le representa, sino ahondar esfuerzos 
para que estos primeros contactos del funcionario con la Institución arraiguen su compromiso.   

 
 
c) Independencia y confidencialidad. 
 
Sobre el particular, esta Instancia Fiscalizadora determinó que la obligación de los funcionarios del 
Subproceso de Reclamos Administrativos de actuar con independencia y confidencialidad en la 

http://www.seguridadpublica.go.cr/


 
 

 

  

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 
Módulo A (Hernán Garrón Salazar) - Segundo Piso  

Complejo Policial Juan Rafael Mora Porras, frente al Liceo Castro Madriz, Barrio Córdoba  
Teléfonos: (506) 2600-4175 / 2600-4080 / Apartado Postal 4768-1000 San José 

Correo electrónico: deliot@msp.go.cr / www.seguridadpublica.go.cr 

 Página 6 de 62 
  

atención de los reclamos administrativos, no se encuentra definida mediante lineamiento o 
documento formal.  
 
Al respecto, el Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe de dicho Subproceso, indicó que no existe 
limitación en la asignación de casos por ser conocido o familiar del abogado responsable; por cuanto, 
para su atención se requiere de datos o información que debe ser suministrada por otras instancias y 
en la cual este Subproceso no tiene injerencia.  
 
Sobre la confidencialidad que deben guardar los funcionarios de ese Subproceso, manifestó el Lic. 
Calderón Fallas que los abogados conocen que la información no debe ser dada a terceras personas 
y se les ha indicado de forma verbal; señaló además que el dato confidencial corresponde 
únicamente al monto que debe ser cancelado al funcionario o exfuncionario; el cual, hasta que no sea 
firmada la resolución correspondiente por su persona en calidad de Jerarca de la Institución y por el 
Viceministro Administrativo, no puede ser brindada por cuanto, podría variar. 
 
Por otra parte, esta Auditoría General determinó que no está claramente establecido si el 
Subproceso debe, o no, atender los reclamos administrativos o pagos de oficio que correspondan a 
sus funcionarios. 
 
Lo anterior, quedó en evidencia al conocerse que los expedientes N°355-2019 y N°826-2019 para el 
reconocimiento de anualidades de una funcionaria del Subproceso; fueron gestionados por su 
compañera por concepto de pagos administrativos de oficio; donde para el primer el caso se dictó la 
resolución de pago N° 2498-2019 DM y para el segundo se elaboró la resolución de pago N° 5384-
2019 DM. Sin embargo, según indicó la asesora legal que gestionó los dos expedientes; el Lic. Jeiner 
Villalobos Steller, Asesor Jurídico, posteriormente consideró que el expediente N° 826-2019 debía 
trasladarse a la Dirección de Recursos Humanos para su atención, dejando sin efecto el trámite 
realizado. 
  
En consecuencia, mediante el oficio MSP-DM-AJ-SRA-8530-2019 del 18 de septiembre de 2019, 
suscrito por la asesora legal a cargo, se trasladó el expediente a la Lcda. Flor de Lys Espinoza 
Quesada, Directora de Recursos Humanos, para su respectivo trámite. 
 
Al respecto, se consultó al Lic. Villalobos Steller, quien indicó que, si bien el artículo 12 del Código 
Procesal Civil indica entre las causales de la abstención o de la inhibición, el haber sido compañero 
de oficina o de trabajo del funcionario durante el último año, se tiene que en el caso del expediente 
N°355-2019 es posible que, para su atención, se valorara que el mismo se originó de oficio por la 
instancia respectiva de la Dirección de Recursos Humanos. 
 
Lo anterior, contraviene las Normas de Control Interno para el Sector Público 4.1 y 4.2, antes 
mencionadas y la 4.4.1 Documentación y registro de la gestión institucional; que indica que el jerarca 
y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer las medidas pertinentes para 
que los actos de la gestión institucional, sus resultados y otros eventos relevantes, garanticen 
razonablemente la confidencialidad y el acceso a la información pública, según corresponda.  

 
Sobre la importancia de que el funcionario público actúe con independencia, el Dictamen 181 del 29 
de junio de 2009 de la Procuraduría General de la República, indicó:   
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“La independencia del funcionario a la hora de discutir y decidir respecto de un asunto 
es esencial y esa independencia es lo que funda todo el régimen de abstenciones, 
recusaciones e impedimentos. Normalmente, se le prohíbe al funcionario participar en 
actividades o tener intereses que puedan comprometer esa independencia. 
… 
 Es de advertir que el deber de abstenerse se impone en el tanto exista un interés 
particular y con independencia de que efectivamente se derive un beneficio o perjuicio 
concreto y directo. Lo que importa es que el interés particular no sólo no prevalezca 
sobre el interés general, sino también que ese interés particular no influya ni vicie la 
voluntad del decidor. “ 

 

De las situaciones antes comentadas, se tiene que al no establecerse formalmente por parte del 
Subproceso de Reclamos Administrativos de la Asesoría Jurídica ni de la Dirección de Recursos 
Humanos, la instancia que debe atender los reclamos administrativos o las gestiones administrativas 
de oficio de los funcionarios de dicho Subproceso, la Administración asume el riesgo de que el deber 
de imparcialidad se vea lesionado ante la falta de mecanismos formales que protejan la transparencia 
y credibilidad de sus actuaciones. 
 
 
d) Plan Anual Operativo. 

 
Esta Auditoría General consultó al Lic. Andrés Solano Chaves; Analista de la OPI; sobre los objetivos 
del Subproceso de Reclamos Administrativos incluidos en el Plan Anual Operativo (PAO) para los 
años 2019 y 2020; a lo que informó que, en el caso de la Asesoría Jurídica únicamente los 
Subprocesos Jurídico Contractual (en materia de Contratación Administrativa) y Desahucios 
Administrativos tienen actividad en el PAO 2020, a pesar de que en la reunión realizada en el año 
2019 se le sugirió al Lic. Adolfo Meneses Soto, Subjefe de la Asesoría Jurídica, incluir actividades 
para cada Subproceso. 
 
Adicionalmente agregó que, los indicadores de gestión permiten dar seguimiento a la actividad de 
cada unidad o Subproceso; por lo que esa instancia técnica sugiere que cada Subproceso cuente 
con al menos un indicador de gestión. 
 
Esta Instancia Fiscalizadora confirmó, mediante revisión de los PAO de los años 2019 y 2020 que, 
para ninguno de los años mencionados, el Subproceso de Reclamos Administrativos definió actividad 
o indicador. 
 
Sobre este tema, el Lic. Meneses Soto indicó que, pese a la sugerencia de la OPI se determinó, en 
su momento, en conjunto con el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico; esperar a los 
resultados de los estudios que se encuentra realizando esta Auditoría General y, en el caso del 
Subproceso de Reclamos Administrativos, adicionalmente se valoró la problemática de la falta de 
presupuesto que permita resolver los pagos. 
 
Al respecto, la Guía Metodológica para la Formulación, Reprogramación y Seguimiento de los Planes 
Anuales Operativos emitida por la OPI, define los indicadores de gestión como expresiones 
cuantitativas que reflejan relaciones; a saber: entre productos y políticas, entre productos y recursos, 
entre productos o entre recursos e indica que pretenden medir el grado de eficiencia, eficacia y 
calidad en el cumplimiento de las metas y objetivos, para lo cual es necesario tener claridad de los 
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objetivos o propósitos de la instancia, con el objetivo de medir aquellos aspectos claves que permitan 
ir mejorando la gestión a lo largo de las mediciones que se realicen dentro de varios periodos. 
 
Asimismo, el documento indica que la utilización de estos indicadores posibilita contar con estándares 
o patrones de referencia en la gestión Institucional; además, permiten para los servicios de naturaleza 
cualitativa, contar con elementos de juicio desde el punto de vista cuantitativo al relacionar variables 
de producción intermedia u otros recursos asignados a la gestión. 
  
Sobre este tema el inciso c) del artículo 8 de la Ley General de Control Interno establece como uno 
de los objetivos del Sistema de Control Interno garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones, de 
igual manera el inciso d) del artículo 14 del mismo cuerpo normativo define como deber del jerarca y 
del titular subordinado, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las 
acciones por ejecutar.   
 
 
e) Plazos de atención. 
 
Esta Auditoría General determinó, según informó el Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe del 
Subproceso, que el Subproceso de Reclamos Administrativos no cuenta con tiempos definidos para 
la atención de los reclamos, debido a la dependencia existente en el suministro de información para 
la preparación del proyecto de resolución por parte de otras instancias del Ministerio; sin embargo, 
agregó que se ha considerado un plazo máximo de 15 días hábiles desde que se recibe el reclamo 
en la ventanilla y hasta que se solicita la información a otras instancias, plazo que es del 
conocimiento de los funcionarios, pero no se encuentra establecido formalmente en ningún 
documento. 
 
Por su parte, el Lic. José Jeinner Villalobos Steller; Asesor Jurídico; señaló que los reclamos 
administrativos se afectan por el artículo 261 de la Ley General de la Administración Pública, 
apartado que reza: 
 

“Artículo 261.-  
1. El procedimiento administrativo deberá concluirse, por acto final, dentro de los dos 
meses posteriores a su iniciación o, en su caso, posteriores a la presentación de la 
demanda o petición del administrado, salvo disposición en contrario de esta Ley. 
… 
3. Si al cabo de los términos indicados no se ha comunicado una resolución expresa, 
se entenderá rechazado el reclamo o petición del administrado en vista del silencio de 
la Administración, sea para la interposición de los recursos administrativos 
procedentes o de la acción contenciosa en su caso…”. (El subrayado no es del 
original) 

 
Al respecto, es importante traer a colación lo indicado en la página electrónica del Sistema de 
Simplificación de Trámites y Mejora Regulatoria del Ministerio de Economía, Industria y Comercio3, 
en cuanto a la falta de plazos en la normativa específica de los trámites y el tiempo que se debe 
tomar: 
 

                                                           
3 https://tramitescr.meic.go.cr/viewpage/public/faq.html 
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“La Ley General de la Administración Pública y el Decreto Ejecutivo 37045 recogen 
una serie de plazos, los cuales deben ser utilizados de manera supletoria en los 
trámites administrativos que no establezcan sus propios plazos, a través de sus leyes 
especiales o sus reglamentos. En este sentido, el artículo 40 del citado decreto 
establece un plazo de 10 días hábiles cuando estamos frente a solicitudes puras y 
simples y un mes cuando estamos frente a licencias, permisos y autorizaciones 
(Artículo 330 LGAP). Por su parte, la Ley General de la Administración Pública 
estipula un plazo de 2 meses en el caso de procedimientos administrativos ordinarios 
(artículo 261), 30 días para el caso de materia recursiva (Artículo 261), informes 
técnicos, dictámenes o peritajes 10 días hábiles (Artículo 262), informes no técnicos 3 
días hábiles (artículo 262)”. 

 
De acuerdo con lo anterior, el reclamo administrativo debe ser atendido en el plazo de 2 meses 
contados desde su petición; situación que, según indicó el Lic. Villalobos Steller al no cumplirse 
podría generar responsabilidades administrativa, disciplinaria, civil y hasta penal para el funcionario; 
de lo cual podría eximirse en el tanto conste en el expediente las gestiones realizadas y, en el caso 
de la Administración, se expone al pago de daños y perjuicios, tales como cobro de intereses, 
indexación, entre otros.  
 
Dadas las condiciones que anteceden, resulta inexcusable que la Administración no tomara medidas 
en cuanto a los plazos de atención de los reclamos administrativos, tema sobre el cual la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia se pronunció el día 6 de mayo del año 2006, mediante 
la resolución Res. Nº 2016006037, que en lo que interesa reza: 
 

“Del informe rendido por la autoridad recurrida bajo fe de juramento con las 
consecuencias legales que implica y de la prueba que consta en autos se desprende 
que la recurrente presento en fecha 20 de febrero del 2006 un reclamo ante el 
Ministerio de Seguridad Pública, en el que acusó que se le debía el pago de 
determinadas prestaciones legales. Por su parte la autoridad recurrida afirma que 
seguidamente de la interposición del reclamo en la Asesoría Jurídica, se asignó... ( ) 
para la elaboración del análisis jurídico correspondiente, por lo que se dictó la 
resolución administrativa pertinente, la cual se encuentra en proceso de revisión para 
que posteriormente sea firmada por el Ministro y así notificar a la recurrente lo 
resuelto. Al respecto observa este Tribunal que la autoridad recurrida tenía dos meses 
para resolver el reclamo, sin embargo a la fecha de rendir el informe -26 de mayo del 
2006- ya habían transcurrido más de tres meses y no se le ha notificado nada al 
respecto a la recurrente, por lo que se constata la violación del principio de justicia 
pronta y cumplida”. 
 

La situación en comentario, infringe lo estipulado en el artículo 6 de la Ley de protección al ciudadano 
de exceso de requisitos y trámites administrativos N°8220, que señala el deber de la Administración 
de resolver el trámite siempre dentro del plazo legal o reglamentario dado; la norma 4.5 de las 
Normas de Control Interno para el Sector Público, que indica que el jerarca y los titulares 
subordinados, según sus competencias, deben establecer actividades de control que orienten la 
ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional y la Resolución N° 10734-2004 del 29 de 
septiembre de 2004 de la Procuraduría General de la República, que en lo que interesa señala: 
 

 “(…) De esta manera, si todo ciudadano tiene la facultad de dirigirse por escrito a los 
órganos públicos, a fin de que éstos le informen o resuelvan asuntos de su interés, la 
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Administración Pública necesariamente estará en la obligación de contestarle 
fundadamente dentro de un plazo determinado”. 

 
 
f) Gestión de los expedientes.  
 
Durante el desarrollo de la auditoría se determinó que, el Subproceso de Reclamos Administrativos 
de la Asesoría Jurídica no tiene formalmente establecidos lineamientos para el manejo y custodia de 
los expedientes asignados a sus funcionarios ni de los documentos e información que debe 
conservarse en estos; en virtud de su utilidad o por requerimiento técnico o jurídico. 
 
En consulta realizada al Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe de dicho Subproceso, informó que 
los expedientes son resguardados por el abogado que tiene el trámite asignado, debiendo 
encontrarse ordenado de forma cronológica y debidamente foliado, archivados por año y por número 
de expediente; según instrucciones giradas verbalmente a los funcionarios. 
  
Sin embargo, en consulta realizada a cinco de los seis asesores legales destacados en este 
Subproceso, se evidenció que no existe una forma estandarizada para el archivo de los expedientes, 
quedando a criterio de cada asesor si los ordena por gestión, alfanumérico, por orden alfabético y/o 
por número de consecutivo. 
 
En otro orden de ideas, esta Auditoría General en presencia de los asesores legales del Subproceso 
de Reclamos Administrativos y con listados suministrados por dicha instancia, realizó un inventario de 
los expedientes a cargo de cada funcionario (apartado 1.2, punto l) del presente informe); 
evidenciándose lo siguiente: papelería sin archivar o mal archivada, sin orden cronológico, 
documentos sueltos, sostenidos con clips o pegados con grapas en la portada, sin foliar, foliados a 
lápiz o lapicero rojo, resaltados con marcadores, notas realizadas a mano en la portada de los 
expedientes y en los documentos que lo contienen, falta de uniformidad en la nomenclatura que se da 
a los expedientes y en el orden de los datos relativos al nombre, número del expediente y tipo de 
reclamo.  
 
Aunado a lo anterior, se evidenció también expedientes que fueron reasignados para ser atendidos 
por otro asesor legal sin que mediara un documento de respaldo, sumado a que no existe uniformidad 
en el uso del auto de acumulación ni en la forma en que se deben trasladar expedientes a otros 
Subprocesos de la Asesoría Jurídica.  
 
Sobre el mismo tema, se ubicó un folder nombrado "Oficios de diferentes delegaciones rindiendo 
información"; donde constaban documentos (en su mayoría originales) que refieren a oficios remitidos 
por este Subproceso solicitando información; los cuales no fueron archivados en los respectivos 
expedientes.  
 
Por otra parte, se ubicó un ampo con oficios (en su mayoría originales) remitidos por la Dirección de 
Recursos Humanos; a manera de ejemplo el 1430-2018-DRH-RCIB de fecha 30 de mayo de 2018 y 
1347-01-2018-DRH-DRC-SR-ERM del 26 de febrero de 2018 y una carpeta con oficios, igualmente 
en su mayoría originales, entre los que constan el URH-0164-2015-ENP de fecha 28 de enero 2015 y 
UR-0414-2015-ENP del 26 de febrero 2015, por lo que se consultó con el Lic. Calderón Fallas, quien 
externó desconocer los motivos por los cuales dichos documentos no fueron archivados. 
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Dado lo antes comentado, es preciso exponer algunos de los casos identificados, los cuales reflejan 
la gravedad de la situación: 
 
1. Se entregó el oficio N° 3301-2017 DRH-RC-IB de fecha 4 de octubre del 2017; sin folder ni 

referencia al expediente, por concepto de días feriados; engrapado con otros documentos y con el 
detalle de "No están los expedientes"; sin embargo, en revisión de la base de datos general 
(control donde se registran los reclamos) se ubicó el expediente N°5836-15 a nombre del 
reclamante mencionado en dicho oficio, en el cual se gestionó, entre otros, reclamo por feriados; 
en este no consta archivo del documento mencionado ni del que da origen al envío de la 
información. 
 

2. Se ubicó el documento relacionado con el reclamo N°1258-2016 para el pago de horas extras, sin 
expediente o documentos adicionales, de fecha 9 de agosto del 2017, el cual no se ubicó en la 
base de datos de la asesora legal a cargo; no obstante, con dicho número registró caso a nombre 
de otro reclamante.  
 
Al respecto, el Lic. Calderón Fallas manifestó que, al parecer cuando ingresó al Subproceso el 
segundo reclamo, se ubicó un reclamo ya existente con un nombre similar por lo que se consignó, 
erróneamente, en el documento que se debía entregar a la abogada que tenía en trámite el primer 
reclamo; resultando entonces dos reclamos diferentes con el mismo consecutivo; sin embargo, al 
25 de noviembre de 2019 se encontraba sin atender uno de los reclamos.  
 

3. A las siguientes gestiones administrativas de oficio para el pago de horas extras, no se les 
conformó el expediente, únicamente constan los oficios señalados: N°545-2018 recibido con el 
oficio N° 1186-02-2018-DRH-DRC-SR-MMD de fecha 27 de febrero de 2018; N°2520-2017 
documento N° 2516-2017-DRH-DRC-SR-ERM de fecha 16 de febrero del 2017 y N°2511-2017 
documento N° 3087-2017-DRH-DRC-SR-ERM de 16 de febrero del 2017. Al respecto el Lic. 
Calderón Fallas manifestó que los reclamos señalados no han sido atendidos, debido a 
negligencia por parte de la abogada a cargo. 

 
4. Los casos presentados por una misma reclamante N°3904 para el pago de anualidades y N°3903 

para el pago de vacaciones, ambos del año 2017, fueron archivados en un mismo expediente, lo 
que es incorrecto, según indicó el Lic. Calderón Fallas, por corresponder a pretensiones 
diferentes. 

 
5. En el caso N°4753-2015 para el pago de días feriados: en el expediente se ubicó únicamente el 

documento de reclamo; sin embargo, durante el inventario se encontró el oficio 7926-2018-AJ-
SPRA-PAJ de fecha 16 de agosto de 2018 sin archivar, mediante el cual este Subproceso solicitó 
información al Departamento de Control y Documentación.  
 

6. Se presentó oficios de reclamos carentes de folder o expediente; a manera de ejemplo se citan 
los N° 1336-2016, 2243-16, 2293-2016, 2404-2016, 2405-2016, 2499-2016, 2500-2016, 2525-
2016 y 2533-2016. 
 

7. Durante el inventario se presentó el oficio N°1732-2017-DRH-RC-IB de fecha 10 de mayo del 
2017, en el que se hace referencia al caso N°3338-2016, sin expediente o folder, aclarando que 
este corresponde al caso N°1284-2016; el cual fue acumulado y resuelto en su oportunidad, 
donde no constaba dicho oficio.  

http://www.seguridadpublica.go.cr/


 
 

 

  

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 
Módulo A (Hernán Garrón Salazar) - Segundo Piso  

Complejo Policial Juan Rafael Mora Porras, frente al Liceo Castro Madriz, Barrio Córdoba  
Teléfonos: (506) 2600-4175 / 2600-4080 / Apartado Postal 4768-1000 San José 

Correo electrónico: deliot@msp.go.cr / www.seguridadpublica.go.cr 

 Página 12 de 62 
  

8. En el caso de los expedientes N°1482-2019 y 1483-2019; se está gestionando el mismo reclamo; 
no obstante, en uno de los expedientes constan los documentos originales y en el otro las 
fotocopias de estos.  
 

9. Los expedientes N°206-2017 y 820-2019; correspondientes a un mismo reclamante; se unificaron 
sin que se realizara el “auto de acumulación”.  

 
10. Los expedientes N° 263-2019, 264-2019 y 187-2019 de un mismo reclamante; se unificaron con el 

expediente N° 5035-2019 mediante el “auto de acumulación de expedientes” de fecha 14 de junio 
de 2019; no obstante, en este documento no se consideró el expediente N°187-2019.  

 
Es manifiesto que esta falta de control infringe lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley del Sistema 
Nacional de Archivos, la Norma Técnica Nacional – 001 Lineamientos para la conformación del 
expediente administrativo en sus apartados 5.2.2, 5.2.3, 5.2.5 y 5.2.6.1, emitida por la Junta 
Administrativa del Archivo Nacional, como órgano rector del Sistema Nacional de Archivos y la norma 
5.5 de las Normas de Control Interno para el Sector Público; que en lo que interesa rezan: 
 

“Artículo 39.- Son archivos administrativos públicos, los archivos de gestión y los 
archivos centrales. Los de gestión son los archivos de las divisiones, departamentos y 
secciones de los diferentes entes a que se refiere el Art. 2º de la presente ley, 
encargados de reunir, conservar, clasificar, ordenar, describir, seleccionar, administrar 
y facilitar la documentación producida por su unidad, que forme una pre-archivalía y 
que deba mantenerse técnicamente organizada.” 
 
“5.2.2 Identificación del expediente 
Para garantizar el acceso de los expedientes, estos deben ser identificados con un 
acrónimo único para toda la institución. Cada institución debe construir dicho acrónimo 
con base en lo indicado en la norma nacional de descripción archivística vigente. 
 
5.2.3 Agregación [PAPEL] 
Los documentos que forman parte de un expediente en trámite se incorporarán 
siguiendo la secuencia del proceso o la acción, o si esto no fuera posible, se 
organizarán en el orden en que se recibieron en la institución. 
 
5.2.5 Ordenación del expediente 
Los expedientes deben conformarse siguiendo las siguientes instrucciones: 
• Los documentos se deben incorporar, en orden cronológico ascendente, es decir, del 
más antiguo al más reciente, de modo que, al abrir el expediente, debe aparecer el 
folio con la numeración más baja. 
 
5.2.6.1 Requisitos para la foliación de documentos 
Los documentos del expediente deberán estar ordenados cronológicamente según la 
fecha de recibido, de manera ascendente antes de iniciar con la foliación. 
 
5.2.6.2 Disposiciones técnicas 
• Para realizar la foliatura se utilizará un foliador con tinta indeleble 
 
5.5 Archivo institucional 
“El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben implantar, 
comunicar, vigilar la aplicación y perfeccionar políticas y procedimientos de archivo 
apropiados para la preservación de los documentos e información que la institución 
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deba conservar en virtud de su utilidad o por requerimiento técnico o jurídico. En todo 
caso, deben aplicarse las regulaciones de acatamiento obligatorio atinentes al 
Sistema Nacional de Archivos. 
 
Lo anterior incluye lo relativo a las políticas y procedimientos para la creación, 
organización, utilización, disponibilidad, acceso, confidencialidad, autenticidad, 
migración, respaldo periódico y conservación de los documentos en soporte 
electrónico, así como otras condiciones pertinentes”. 

 
En este punto, es importante traer a colación el concepto y conformación del expediente 
administrativo, dispuestos en el Diccionario Usual del Poder Judicial4 y la División de la Asesoría y 
Gestión Jurídica de la Contraloría General de la República (CGR) en el pronunciamiento DAGJ-2011-
2002 (oficio 15419) del 5 de diciembre del 2002; respectivamente, a saber: 
 

Diccionario Usual del Poder Judicial: 
 
“Conjunto de documentos donde consta la información acerca de las gestiones, 
diligencias y contenido que sirven de referencias y apoyo para el dictado de la 
resolución administrativa. Es una regla formal del procedimiento administrativo que los 
expedientes administrativos deben llevar un estricto orden de foliatura, incorporándose 
en este, en orden cronológico, todos aquellos actos, documentos, trámites, que se 
vayan realizando. La foliatura debe ser consecutiva”.  
 
Contraloría General de la República: 
 
“…se puede concluir en forma preliminar, que los expedientes administrativos deben 
ser compaginados siguiendo el orden cronológico de los actos y trámites del 
procedimiento, lo cual implica que las actuaciones deben incorporarse en forma 
correlativa o en sucesión inmediata.  Además, la foliatura de los expedientes en orden 
cronológico tiene como finalidad facilitar el manejo de la información que contienen y 
forma parte de la garantía constitucional del debido proceso, toda vez que un 
expediente sin foliar produce inseguridad a la Administración e interesado por lo que 
el expediente debe estar foliado con una sola numeración”. (El subrayado no es del 
original). 
 

De acuerdo con los razonamientos que se han venido realizando, la información que contiene el 
expediente debe garantizar el debido proceso, respaldo de la resolución administrativa, por lo tanto, 
se debe asegurar su integridad física y funcional.  
 
Del mismo modo, queda claro que la ausencia de una adecuada gestión documental y de un archivo 
ordenado de los expedientes, genera al reclamante, a la Administración y en general a cualquier 
interesado, incertidumbre de las acciones efectivamente realizadas y del estado procesal en que se 
encuentra el trámite. De igual manera, impide localizar los expedientes y acceder rápidamente a ellos 
y a la información que contienen, ahorrar costos derivados del recurso humano empleado en la 
búsqueda de documentos y tener las pautas claras sobre los documentos o expedientes que se 
deben conservar; entre otros aspectos. 
 

                                                           
4 Dirección electrónica: https://digesto.poder-judicial.go.cr/index.php/dicc/38640:expediente-administrativo 
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1.2) Gestión del trabajo. 
 

 
a) Recepción en la Asesoría Jurídica. 
 
Durante el desarrollo del estudio, esta Auditoría General determinó que la recepción de los reclamos 
administrativos se realiza en la única ventanilla de la Dirección de la Asesoría Jurídica, con su 
respectivo registro en el control de la correspondencia Asesoría Jurídica por parte de las secretarias; 
el cual consiste de una hoja en Excel; posteriormente, son entregados al Subproceso de Reclamos 
Administrativos, según lo indicado por el Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe del Subproceso.  
 
No obstante, según consulta realizada por este Órgano Fiscalizador a las funcionarias Johanna 
Caravaca Díaz y Wendy Flores Pérez, secretarias de la Asesoría Jurídica, así como Keissy Rivera 
Hidalgo, oficinista, manifestaron que en el caso de los reclamos de horas extras, desde finales del 
año 2019, se han presentado casos donde el Lic. José Antonio Calderón Fallas les informa de 
reclamos que van a ser entregados directamente a él, mismos que no son registrados en los 
controles de correspondencia de esa Dirección.  
 
Ante tal situación se conversó con el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, quien indicó 
que todos los reclamos o gestiones de oficio atendidos por este Subproceso deben ser recibidos 
únicamente en la ventanilla de esa Asesoría Jurídica. 
 
Preocupa a este Órgano Fiscalizador que, el Lic. José Antonio Calderón Fallas; en calidad de Jefe del 
Subproceso; omitiera acatar la indicación de recibir los reclamos administrativos únicamente en la 
ventanilla de recepción de la Asesoría Jurídica, según lo establecido en los procedimientos códigos 
PT-A-AJ-RA-01, código PT-A-AJ-RA-02 y códigos PT-A-AJ-RA-03 de ese Subproceso. 
 
En relación con el control denominado Control de correspondencia Asesoría Jurídica, las funcionarias 
antes mencionadas indicaron que desde el año 2017, la documentación recibida en la ventanilla se 
registra en esta hoja de Excel, previa distribución entre los diferentes Subprocesos de la Asesoría 
Jurídica; sin embargo, toda la información de los años 2017 y 2018 se perdió; por lo que han tratado 
de reconstruir la información; sin embargo, no hay certeza de que se pueda completar; información 
confirmada por el Lic. Villalobos Steller. 
 
Aunado a lo anterior, en revisión realizada por esta Instancia Fiscalizadora a dicho control entregado 
por la funcionaria Flores Pérez, se evidenció datos incompletos y sin orden cronológico. 
 
Las situaciones anteriores, contravienen el artículo 16 de la Ley General de Control Interno y la norma 
4.4 de las Normas de Control Interno para el Sector Público, que señalan: 

 
“Artículo 16.- Sistemas de información.  
Deberá contarse con sistemas de información que permitan a la administración activa 
tener una gestión documental institucional, entendiendo esta como el conjunto de 
actividades realizadas con el fin de controlar, almacenar y, posteriormente, recuperar 
de modo adecuado la información producida o recibida en la organización, en el 
desarrollo de sus actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos 
trazados.  
… 

http://www.seguridadpublica.go.cr/


 
 

 

  

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 
Módulo A (Hernán Garrón Salazar) - Segundo Piso  

Complejo Policial Juan Rafael Mora Porras, frente al Liceo Castro Madriz, Barrio Córdoba  
Teléfonos: (506) 2600-4175 / 2600-4080 / Apartado Postal 4768-1000 San José 

Correo electrónico: deliot@msp.go.cr / www.seguridadpublica.go.cr 

 Página 15 de 62 
  

4.4 Exigencia de confiabilidad y oportunidad de la información  
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben diseñar, 
adoptar, evaluar y perfeccionar las actividades de control pertinentes a fin de asegurar 
razonablemente que se recopile, procese, mantenga y custodie información de calidad 
sobre el funcionamiento del SCI y sobre el desempeño institucional, así como que esa 
información”. 

 
 
b) Asignación de los reclamos. 
 
 
b.1) Responsable. 
 
En otro orden de ideas, este Órgano Fiscalizador conoció que, la funcionaria Arlett Umaña Gutiérrez; 
secretaria del Subproceso de Reclamos Administrativos, es la encargada de recibir los reclamos 
administrativos y una vez que los registra en la base de datos general y se asegura que no 
correspondan a reclamos que hayan sido recibidos previamente, les asigna un número de 
consecutivo para luego distribuirlos entre los asesores legales para su atención; esto, según su 
criterio, de forma proporcional y equitativa, para lo que considera la cantidad de reclamos recibidos 
cada día y la cantidad de asesores legales que se encuentren laborando (tanto de forma presencial 
como en modalidad de teletrabajo), sin diferenciar tipo y/o complejidad del reclamo.  
 
Lo anterior fue confirmado por el Lic. José Antonio Calderón Fallas; Jefe del Subproceso de 
Reclamos Administrativos; quien agregó que únicamente cuando la funcionaria Umaña Gutiérrez 
tiene duda sobre algún caso, se lo traslada para que le indique el funcionario a quien debe 
asignárselo. 
 
No obstante, en análisis de los procedimientos de este Subproceso; códigos PT-A-AJ-RA-01, PT-A-
AJ-RA-02 y PT-A-AJ-RA-03; ya mencionados, se tiene establecido que, en todos los casos, 
corresponde a la jefatura asignar el abogado que atenderá cada reclamo.  
 
Este tipo de debilidades denotan que no se está cumpliendo con lo dispuesto en los artículos 8 inciso 
c) y 12 incisos a) y b) de la Ley General de Control Interno que, respectivamente, definen entre los 
objetivos del Sistema de Control Interno, garantizar la eficiencia y eficacia de las operaciones y los 
deberes del jerarca y titulares subordinados en el Sistema de Control Interno; velar por el adecuado 
desarrollo de la actividad del ente o del órgano a su cargo y tomar de inmediato las medidas 
correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o irregularidades.  
 
Del mismo modo, contraviene el deber de vigilancia expuesto en el Dictamen C-140-2003 del 21 de 
mayo del 2003, emitido por la Procuraduría General de la República, que señala: 

 
"El poder-deber de vigilancia permite al superior conocer la actividad desarrollada por 
el inferior y, en su caso, derogarla o modificarla. Atribución que se ejerce por actos 
materiales: solicitud de que se rindan cuentas, informaciones, realizaciones de 
investigaciones para conocer la regularidad de determinadas actuaciones de los 
órganos inferiores. 
…  
Este poder de vigilancia puede desembocar en el ejercicio del poder disciplinario: el 
incumplimiento de la legalidad, comprendiendo por tal término incluso las 
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instrucciones o directrices del superior, acarrea la responsabilidad disciplinaria del 
inferior".  

 
 
b.2) Libro de asignaciones. 
 
Esta Instancia Fiscalizadora comprobó que, para respaldar la asignación de los casos, la funcionaria 
Arlette Gutiérrez Umaña cuenta con un control denominado Asignación de expedientes, mismo que 
debe ser firmado por el abogado al momento de recibirlos para su trámite; no obstante, las 
anotaciones no tienen un formato uniforme.  
 
Adicionalmente, conoció 2 tomos de los citados libros, el primero con registros de entregas del 22 de 
mayo de 2013 (folio 1) al 16 de julio de 2018 (folio 398) y el segundo, actualmente en uso, cuyo 
registro inició el 30 de julio de 2018 (folio 1), siendo la fecha del último registro el 15 de enero de 
2020 (folio 59), evidenciándose registros sin firma de recibido, recibido con firma pero sin nombre y 
sin fecha; así mismo en el libro tomo I no se evidencian registros entre el 16 y 30 de julio de 2018, 
sumado a que tiene desprendido el cuerpo del libro de su lomo. 
 
Para un mayor abundamiento de lo anterior, se revisó los registros de una muestra de 41 
expedientes, de los cuales no se ubicaron los siguientes 13; a saber: N° 1057-2015, 1055-2015, 757-
2018, 545-2018, 2520-2017, 2722-2011, 1056-2015, 7180-2016, 4166-2014, 756-2018, 686-2016, 
1537-2010, 1279-2015, 4466-2014, 4272-2010 y 3113-2016. 

 
De igual forma, se determinó registros con datos incompletos; como ejemplo el caso 265-2019; según 
tomo II, folio 25, línea 21; para el cual no se registró el número de expediente por omisión 
involuntaria, según indicó la funcionaria Gutiérrez Umaña.  
 
Por otro lado, esta Auditoría General conoció en revisión de los expedientes que, para la asignación 
de los casos se utilizó, en su momento, una boleta que contenía la siguiente información: número de 
caso, asunto, nombre, asignado a, fecha, recibo gestión; entre otros, el cual era firmado por el 
abogado en constancia de la respectiva asignación, con fecha y hora y se custodiaba como primer 
documento en el expediente del reclamo. Al respecto, se le consultó al Lic. Calderón Fallas, quien 
indicó que se dejó de utilizar la boleta debido a que en los últimos años han carecido de papel y tinta 
para las impresoras y, adicionalmente, se valoró que la asignación se realiza mediante libro en donde 
consta el recibido del asesor legal. 
 
Las situaciones en comentario incumplen el inciso b) apartado III) del artículo 15 de la Ley General 
de Control Interno que incluye, entre los deberes del jerarca y titulares subordinados, el diseño y uso 
de documentos y registros que coadyuven en la anotación adecuada de las transacciones y los 
hechos significativos que se realicen en la Institución, administrando y manteniendo apropiadamente 
los documentos y registros y el aparte 4.4.2 de las Normas de Control Interno para el Sector Público, 
que señala: 
 

“4.4.2 Formularios uniformes 
 El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben disponer lo 
pertinente para la emisión, la administración, el uso y la custodia, por los medios 
atinentes, de formularios uniformes para la documentación, el procesamiento y el 
registro de las transacciones que se efectúen en la institución. Asimismo, deben 
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prever las seguridades para garantizar razonablemente el uso correcto de tales 
formularios”. 

 
Así las cosas, resulta evidente que el Subproceso de Reclamos Administrativos no cuenta con un 
control confiable que documente el recibido de los reclamos por el asesor legal, dado que, como se 
evidenció, el control existente presenta debilidades.  
 

 
b.3) Consecutivo de casos. 
 
Al respecto, esta Instancia Fiscalizadora constató que, la Asesoría Jurídica utiliza un único 
consecutivo para la identificación de los casos a tramitar por todos los Subprocesos, denominado 
“Control de Consecutivos Asesoría Legal”; el cual consiste de las siguientes columnas: número 
consecutivo de oficio, fecha, destinatario, elaborado por y asunto; no obstante, estos títulos no 
obedecen al objetivo de control que se persigue.  
 
En consulta que se realizó a las funcionarias Johanna Caravaca Díaz y Wendy Flores Pérez; 
secretarias; así como Keissy Rivera Hidalgo; oficinista, de la Asesoría Jurídica; quienes custodian el 
citado control, indicaron que el consecutivo es utilizado por todos los funcionarios de la Asesoría 
Jurídica; quienes, en ocasiones, seleccionan un bloque de números que administran individualmente, 
según sus necesidades; además, comentaron que no se revisa si el consecutivo seleccionado fue o 
no utilizado o duplicado; por cuanto, según indicaron, esto es responsabilidad del funcionario que lo 
seleccionó. 
 
En revisión de los datos registrados en ese control para los años 2016, 2017 y 2018, esta Auditoría 
General comprobó que para el año 2017 no se evidenció registro de la asignación de casos. 
 
Adicionalmente, se confirmó casos donde los consecutivos fueron seleccionados por los 
Subprocesos por bloques de números; sin que se completara la información específica de cada uno. 
Ahora bien, para el 2019 se tiene que, a pesar de que los registros muestran mejoras, existen datos 
sin registrarse, uso de iniciales en sustitución del nombre y tachaduras. 
 
Dado lo antes señalado, esta Instancia Fiscalizadora le consultó al Lic. José Jeinner Villalobos 
Steller; Asesor Jurídico; quien informó que la idea de tener un único consecutivo de trámites a nivel 
de la Asesoría Jurídica fue, en su momento, tener la herramienta automatizada que permitiera 
controlar toda la gestión realizada en esa dependencia; sin embargo, manifestó que no existe una 
limitante para que cada Subproceso u oficina cuente con su respectivo consecutivo de expedientes o 
gestiones. 
 
Esta situación denota el incumplimiento del apartado iv) del inciso b) artículo 15 de la Ley General de 
Control Interno, así como del apartado 4.4 antes mencionado y 5.6.1 de las Normas de Control 
Interno para el Sector Público, que señalan: 

 
“Artículo 15.- Actividades de control. Respecto de las actividades de control, serán 
deberes del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros, los siguientes: 
a) … 
b) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente tanto las políticas 
como los procedimientos que definan claramente, entre otros asuntos, los siguientes: 
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… 
iv. La conciliación periódica de registros, para verificar su exactitud y determinar y 
enmendar errores u omisiones que puedan haberse cometido. 
 
5.6.1 Confiabilidad 
La información debe poseer las cualidades necesarias que la acrediten como 
confiable, de modo que se encuentre libre de errores, defectos, omisiones y 
modificaciones no autorizadas, y sea emitida por la instancia competente”. 

 
Finalmente, esta Instancia Fiscalizadora evidenció el riesgo que representa que, tanto el Asesor 
Jurídico como el jefe del Subproceso de Reclamos Administrativos, no den seguimiento al uso 
correcto del consecutivo de casos.  Durante la verificación de los expedientes referidos en los listados 
suministrados por cada abogado, se conoció, entre otras, las siguientes inconsistencias:   

 

 Dos expedientes con el consecutivo N°1654-15; a nombre de un mismo reclamante; con 
documentos gestionados en atención al mismo reclamo, donde los documentos que se 
archivaron en uno de los expedientes no constan en el otro.  
 

 Igualmente se identificaron dos expedientes con el consecutivo N°130-2016; a nombre de un 
mismo reclamante; los documentos relacionados con la atención del caso están distribuidos 
entre los dos expedientes.  

 

 Con el consecutivo N°1778-2017 se entregaron al asesor legal a cargo, dos expedientes a 
nombre de diferentes reclamantes: uno asignado el 24 de mayo de 2017 y el otro asignado el 
5 de abril de 2017; según consta en los folios 311 y 296 del libro de asignaciones. 

 

 El caso N°1626 bis-2015 fue asignado a dos abogados diferentes: es decir la gestión se 
duplicó, por cuanto los expedientes se unificaron y asignaron a uno de los servidores.  
 

 Los consecutivos N°4273-17 y N°1385-2018 se duplicaron, gestionando en ambos casos, 
reclamos a nombre de reclamantes diferentes. 

 

 Igual sucedió con el expediente N°4276-17, lo que hizo necesario enumerar este último como 
N°4276-17 bis.  

 
 

c) Solicitud de información. 
 
En lo que respecta a este tema, esta Auditoría General comprobó que, para la atención de los 
reclamos según el tipo, el Subproceso de Reclamos Administrativos requiere de insumos 
provenientes de otras instancias, especialmente del Departamento de Análisis Ocupacional, Sección 
de Incentivos y Beneficios y Sección de Remuneraciones del Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones; todos de la Dirección de Recursos Humanos. Dichos insumos son remitidos al 
Subproceso mediante un oficio, denominado “criterio técnico” en el caso de las dos primeras y 
“cálculos” en la última.  
 
De acuerdo con información suministrada por la Licda. Helena Castillo Ramírez, asesora legal del 
Subproceso de Reclamos Administrativos, al Departamento de Análisis Ocupacional se le solicita el 
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estudio técnico del puesto, con el propósito de determinar si se encuentra afecto al proceso de 
implementación de algún manual de clases policiales, o bien, si existen reclamos por reconocimiento 
de diferencias salariales, argumentando el desempeño de labores de un nivel superior o por ejecutar 
tareas a nivel de recargo.   
 
Por su parte, en el caso de los reclamos para el reconocimiento de incentivos como Alto Riesgo, 
Carrera profesional, Disponibilidad, Riesgo Policial, Quinquenio, entre otros; se le consulta a la 
Sección de Incentivos y Beneficios si el puesto en el que se encuentra nombrado el reclamante 
percibe alguno de estos incentivos y si se le adeuda para el periodo reclamado. 
 
Cuando se tiene claro que efectivamente existen sumas por pagar al reclamante, se le solicita a la 
Sección de Remuneraciones elaborar el correspondiente cálculo; el cual posteriormente es remitido 
al Subproceso de Reclamos Administrativos para solicitar la reserva del contenido económico a la 
Sección de Análisis y Seguimiento Presupuestario para los casos de funcionarios de alta; o bien, al 
programa presupuestario respectivo en caso de funcionarios de baja; siendo los primeros los que 
representan la mayor cantidad de casos.  
 
Lo anterior,  fue confirmado por las licenciadas Cecilia Fernández Castro, Jefe del Departamento de 
Análisis Ocupacional y Patricia Hernández Arce; Jefe del Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones; así como por sus colaboradores Lcda. Heleen Villalta Arroyo; Jefe de la Sección 
de Incentivos y Beneficios; Lcda. Marilyn Quesada Portugués; Coordinadora de la Sección 
Remuneraciones y el Lic. Geovanny Barquero Benavides; Jefe de la Sección de Análisis y 
Seguimiento Presupuestario; instancias todas de la Dirección de Recursos Humanos. 
 
Dichas instancias informaron a esta Auditoría General que han identificado deficiencias tales como: 
duplicidad de solicitudes e información incompleta en las solicitudes realizadas por parte del 
Subproceso. En el caso de la Sección de Remuneraciones se citaron, entre otros, los siguientes 
casos: 
 

 Oficio N° 2019-4930-AJ-SRA-VCDL del 30 de mayo de 2019; mediante el cual se solicitó el 
cálculo para el pago de días feriados y las diferencias salariales por aguinaldo escolar y 
vacaciones. Posteriormente, se recibió el oficio N° 2019-10469-AJ-SRA-VCDL del 12 de 
noviembre de 2019 con la misma solicitud. 

 

 Correo electrónico de fecha 9 de diciembre 2019; mediante el cual se solicitó el cálculo de 
diferencias salariales dejadas de percibir; producto del estudio de implementación de la 
Segunda Etapa del Manual de Clases Policiales; sin indicar la fecha de inicio del estudio, 
según consta en el oficio MSP-DM-VMA-DGAF-DRH-DRC-SREM-10989-12-2019 del 11 de 
diciembre de 2019. 

 

 Oficio N° 2019-11884-AJ-SRA-VCDL, mediante el cual se solicitó estudio salarial por concepto 
de sumas adeudadas por pago de días feriados; sin embargo, por error se incluyó tres meses 
en los que el funcionario no registraba salarios; según se indicó en el oficio MSP-DM-VMA-
DGAF-DRH-DRC-SREM-0154-03-2020 del 18 de marzo de 2020. 

 
Por otra parte, la Lcda. Cecilia Fernández Castro; Jefe del Departamento de Análisis Ocupacional; 
remitió a la Asesoría Jurídica el oficio MSP-DM-DVA-DGAF-DRH-DAO-SGA-01379-2019 del 17 de 
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julio de 2019, mediante el cual alertó sobre la ocurrencia de eventos que afectan la seguridad técnica 
de los criterios que se emiten en atención a las solicitudes de información relacionada con los 
reclamos; tal es el caso de oficios a los que no se anexó la certificación de experiencia laboral del 
funcionario o la misma es elaborada sin los requerimientos técnicos; a pesar de que mediante 
Circular 001-2018 DRH-DCODC-J del 17 de enero de 2018 se les giró instrucciones sobre la 
Confección de Certificaciones de Funciones y Experiencia en Supervisión de Personal y se adjuntó el 
formato para uso obligatorio para todas instancias a nivel institucional. Asimismo, llamó la atención 
en el citado oficio, sobre la presentación de solicitudes sin la indicación del período a reclamar y el 
detalle de clases que no existen en los manuales de clases. 
 
No obstante, indicó que fue necesario retomar el tema en reunión sostenida con el Lic. José Jeinner 
Villalobos Steller, Asesor Jurídico y José Antonio Calderón Fallas, Jefe del Subproceso de Reclamos 
Administrativos el 4 de febrero de 2020; en la cual se intentó unificar criterios sobre la información 
que se requiere para la atención de los reclamos. 
 
Del mismo modo, se informó sobre la ocurrencia de casos de solicitudes duplicadas de criterio técnico 
sobre un mismo reclamo que ya había sido emitido por ese Departamento o que se encuentra en 
proceso; con el agravante de que en ocasiones el reclamante manipuló los documentos probatorios. 
 
En el caso de la Lcda. Patricia Hernández Arce, Jefe del Departamento de Compensaciones y 
Remuneraciones, comentó que en la Sección de Análisis y Seguimiento Presupuestario se han 
presentado casos donde se han devuelto las resoluciones administrativas porque son pagos ya 
realizados o por diferencias en el cálculo, lo cual ocasiona que el proceso deba retomarse en el 
Subproceso de Reclamos Administrativos. 
 
Ante tal situación, le consultó al Lic. José Antonio Calderón Fallas Jefatura del Subproceso de 
Reclamos Administrativos; sobre los aspectos que resulta factible subsanar mediante correo 
electrónico, o, que por el contrario ameritan su devolución; por lo que mediante oficio MSP-DM-AJ-
SRA-6045-2020 de fecha 6 de julio de 2020, le respondió indicando que, los aspectos subsanables 
mediante correo electrónico, corresponden a las resoluciones que tienen algún digito de la cédula de 
identidad, apellidos o nombre incorrecto; el código presupuestario incorrecto (pero que en la 
resolución se consignó el correcto con el que se solicitó el contenido presupuestario); error al 
consignar el concepto de pago (pero que la subpartida indicada en la resolución es la correcta) y en 
los casos donde el periodo señalado es incorrecto, pero no varían los montos a pagar.  
 
Adicionalmente indicó que, es necesario realizar una resolución por error aritmético, en los casos 
donde se requiera modificar los montos señalados en los oficios del cálculo salarial y cuando en la 
resolución dictada se omitió algún monto o se consignaron erróneamente. 
 
Sobre el mismo tema, el Lic. Geovanny Barquero Benavides, Jefe de la Sección de Análisis y 
Seguimiento Presupuestario, indicó que, con el objetivo de estandarizar el formato de las solicitudes 
de contenido económico, el pasado mes de abril presentó a la Asesoría Jurídica una matriz; la cual 
según el Lic. Calderón Fallas informó que, instruyó a los asesores legales sobre el uso de la misma, 
mediante un mensaje de audio.  
 
De todo lo antes citado, se desprende que las situaciones en comentario contravienen los incisos b) 
antes citado y c) del artículo 8 de la Ley General de Control Interno, que determina como objetivo del 
Sistema de Control Interno el exigir la confiabilidad y oportunidad de la información, así mismo el 
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inciso a) de su artículo 16 y las norma 5.6.1 antes mencionada y 5.6.3 de las Normas de Control 
Interno para el Sector Público, que al respecto indican: 
 

“Artículo 16.- Sistemas de información 
… 
En cuanto a la información y comunicación, serán deberes del jerarca y de los titulares 
subordinados, como responsables del buen funcionamiento del sistema de 
información, entre otros, los siguientes:  
a) Contar con procesos que permitan identificar y registrar información confiable, 
relevante, pertinente y oportuna; asimismo, que la información sea comunicada a la 
administración activa que la necesite, en la forma y dentro del plazo requerido para el 
cumplimiento adecuado de sus responsabilidades, incluidas las de control interno. 
 

5.6.3 Utilidad  
La información debe poseer características que la hagan útil para los distintos 
usuarios, en términos de pertinencia, relevancia, suficiencia y presentación adecuada, 
de conformidad con las necesidades específicas de cada destinatario”. (Lo subrayado 
no es del original). 
 

Por otro lado, el Lic. Calderón Fallas externó que el pago del incentivo de Alto Riesgo no aplica para 
las instancias policiales de la Policía de Fronteras, Servicio de Vigilancia Aérea y Servicio Nacional 
de Guardacostas, según lo informado por la Sección de Incentivos y Beneficios; no obstante, lo 
anterior, en la atención de estos reclamos se consulta la pertinencia del pago de forma individual 
ante dicha Sección. 
 
Sobre este tema, esta Instancia Fiscalizadora conoció el STAP-00069-2012 emitido el día 16 de 
enero de 2012 por Mayra Calvo Cascante; otrora Directora Ejecutiva de la Secretaría Técnica de la 
Autoridad Presupuestaria del Ministerio de Hacienda, donde indica que ese riesgo existe en la 
Guardia Civil y la Guardia de Asistencia Rural (artículos 21 y 22 de la Ley General de Policía, N° 
7410) y concluye que el Incentivo de Operaciones de Alto Riesgo no puede hacerse extensivo a 
todos los cuerpos de policía del Ministerio que actualmente reciben el plus salarial de Riesgo Policial, 
por cuanto se estaría incluyendo a funcionarios que en el ejercicio del cargo no participan 
directamente en la contención de situaciones de crisis, emergencia y otros que atentan contra la 
seguridad nacional. 
 
Por otra parte, los licenciados José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico y Calderón Fallas, Jefe 
del Subproceso de Reclamos Administrativos, comentaron sobre el fondo de interés que, en algunos 
casos, dichas instancias han durado hasta doce meses para suminístrales la información que permita 
darle continuidad a los reclamos, señalando que en el caso de reclamos del manual de puestos se 
identificó, casos donde el Departamento de Análisis Ocupacional tiene pendiente de dar respuesta a 
solicitudes realizadas desde hace aproximadamente 18 meses. 
 
Para ampliar nuestro panorama, se conversó con la Lcda. Cecilia Fernández Castro, Jefe del 
Departamento de Análisis Ocupacional, quien señaló que al mes de febrero de 2020 se estaban 
atendiendo solicitudes de fechas posteriores al año 2017 y que la respuesta que se emita mediante 
criterio técnico depende de la atención que deba dar a las actividades prioritarias de ese 
departamento. 
 

http://www.seguridadpublica.go.cr/


 
 

 

  

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 
Módulo A (Hernán Garrón Salazar) - Segundo Piso  

Complejo Policial Juan Rafael Mora Porras, frente al Liceo Castro Madriz, Barrio Córdoba  
Teléfonos: (506) 2600-4175 / 2600-4080 / Apartado Postal 4768-1000 San José 

Correo electrónico: deliot@msp.go.cr / www.seguridadpublica.go.cr 

 Página 22 de 62 
  

Por lo anterior, esta Auditoría General revisó el control digital de las solicitudes de información 
suministrado por la Lcda. Fernández Castro, con corte al año 2019, evidenciándose que dicho 
Departamento tiene pendiente de atender aproximadamente 655 solicitudes, sin considerar las 
solicitudes del año 2020. 
 
Al respecto, es importante indicar que el inciso 5) del artículo 38 del Reglamento de Organización del 
Ministerio establece, entre las funciones del Departamento de Análisis Ocupacional, el emitir criterios 
técnicos en materia de clasificación, cargos, tareas y requisitos de los puestos policiales, 
administrativos y de confianza, según sea el caso, solicitados por dependencias competentes a lo 
interno o  externo de la Institución; por tanto, los criterios técnicos solicitados por el Subproceso 
responden a una actividad sustantiva de este Departamento. 
 
Sobre el mismo tema, se consultó con la Lcda. Marilyn Quesada Portugués, Coordinadora de la 
Sección Remuneraciones del Departamento de Compensaciones y Remuneraciones, quien informó 
no contar con la cantidad exacta de cálculos pendientes de atender; sin embargo, en lo que se refiere 
al manual de puestos se tienen aproximadamente 400 solicitudes pendientes de atender, cuyo tiempo 
de atención es variable desde una hora hasta un mes aproximadamente.  
 
En lo referente, al seguimiento a las solicitudes de información realizadas por parte del Subproceso 
de Reclamos Administrativos a las diferentes instancias de la Dirección de Recursos Humanos, el Lic. 
Calderón Fallas manifestó desconocer cuantas solicitudes de información se encuentran pendientes 
de atender por parte del Departamento de Análisis Ocupacional, del Departamento de Control y 
Documentación y de las Secciones de Incentivos y Beneficios y de Remuneraciones del 
Departamento de Remuneraciones y Compensaciones.  
 
Para un mayor abundamiento de lo anterior, esta Instancia Fiscalizadora analizó, entre otros, los 
siguientes casos, evidenciando que el Subproceso de Reclamos Administrativos solicitó información 
sin que conste en los expedientes, respaldo de seguimiento por parte del Subproceso a la respuesta 
pendiente por las instancias de la Dirección de Recursos Humanos, a saber: 
 

 N°1503-2017 manual de puestos, oficio N° 2018-1164-AJ-SPRA-PAJ del 23 de febrero de 2018. 

 N°1498-2018 manual de puestos, oficio N°2018-1163-AJ-SRPA-PAJ de 23 de febrero de 2018. 

 N°4625-2015 horas extras, oficio N° MSP-DM-SRA-AJ-7817-2018 de 16 de agosto de 2018. 

 N° 3022-2012 día feriados, N° 2012-10757 AJ-PJA-AVM de fecha 22 de agosto de 2012. 

 N°3088-2013 días feriados, oficio N° 2013-12094-AJ-PJA de 10 de octubre de 2013. 
 
Por lo anteriormente expuesto, es claro que se incumple el artículo 225 de la Ley General de la 
Administración Pública que en su apartado primero establece que el órgano deberá conducir el 
procedimiento con la intención de lograr un máximo de celeridad y eficiencia, dentro del respeto al 
ordenamiento y a los derechos e intereses del administrado; señalando en su apartado segundo que 
serán responsables la Administración y el servidor por cualquier retardo grave e injustificado. 
 
 
d) Gestiones administrativas de oficio. 
 
Aunado a lo antes comentado, dichas instancias interactúan con el Subproceso de Reclamos 
Administrativos en la atención de las gestiones administrativas de oficio; cuyo origen, según indicó el 
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Lic. José Jeinner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, fue el análisis de la circular “pagos de Hacienda 
Pública”, emitida por la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Contraloría General de la República en 
el año 1990, en la cual se estableció que los pagos que no se realicen en el año en que se generaron 
se deben cancelar mediante resolución administrativa; por lo que se determinó aproximadamente en 
el año 2018, en conjunto con la Dirección de Recursos Humanos, que al conocer la Administración lo 
adeudado al funcionario, no era necesario esperar a que este interpusiera el reclamo, naciendo así, 
las gestiones administrativas de oficio. 
 
Al respecto, según lo informado por la Lcda. Cecilia Fernández Castro, Jefe del Departamento de 
Análisis Ocupacional, de la Dirección de Recursos Humanos; la Administración vio la necesidad de 
implementar las gestiones administrativas de oficio debido a que los departamentos involucrados y 
adscritos a la Dirección de Recursos Humanos no estaban preparados para la atención del volumen 
de trabajo que los reclamos masivos representaban y considerando que la Administración le dejó de 
pagar al funcionario; adicionalmente, se le recargaba el costo de interponer el reclamo, según indicó 
la Lcda. Patricia Hernández Arce, Jefe del Departamento de Remuneraciones y Compensaciones.  
 
Sobre la cantidad de casos por atender de gestiones administrativas de oficio el Lic. José Antonio 
Calderón Fallas, Jefe del Subproceso de Reclamos Administrativos, indicó que el dato lo conoce en 
algún momento durante el transcurso del año, es decir, no es un proceso de entrega programado, 
sino que las instancias involucradas determinan cuando se remiten a este Subproceso.   
 
Agregó además que, en relación con las gestiones administrativas de oficio recibidas durante el año 
2019, al 9 de octubre de 2019 no se habían asignado a los abogados para su atención, por cuanto no 
se contaba con presupuesto para su pago; así mismo señaló que estas gestiones están registradas 
en una base de datos independiente de la base de datos general. 
 
Al respecto, la Lcda. Cecilia Fernández Castro informó a esta Instancia Fiscalizadora que se 
gestionan de acuerdo con la carga de trabajo que tenga su departamento. 
 
Sobre el mismo tema, la Lcda. Heleen Villalta Arroyo, Jefe de la Sección de Incentivos y Beneficios, 
del Departamento de Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos, 
indicó que al inicio de cada año, dicha Sección identifica los pagos pendiente del año anterior que 
deben ser tramitados mediante gestión administrativa de oficio; adicionalmente, se remiten las 
gestiones generadas por solicitudes de reconocimiento de incentivos que se atienden durante el año, 
pero que corresponden al reconocimiento de años anteriores. 
 
Dichas instancias remiten las gestiones administrativas de oficio a la Sección de Remuneraciones del 
Departamento de Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos para el 
cálculo del monto adeudado y su posterior envío al Subproceso de Reclamos Administrativos. 
 
En consulta realizada por este Órgano Fiscalizador a las licenciadas Villalta Arroyo y Fernández 
Castro, manifestaron no dar seguimiento a las gestiones de oficio remitidas a la Sección de 
Remuneraciones. Así mismo, la Lcda. Fernández Castro, manifestó que no recibe solicitudes de 
información por parte de otras instancias de la Dirección de Recursos Humanos ni del Subproceso de 
Reclamos Administrativos, en cuanto, a dichas gestiones.  
 
Por su parte, la Lcda. Marilyn Quesada Portugués, Coordinadora de la Sección Remuneraciones, 
informó que los cálculos que se remiten al Subproceso de Reclamos Administrativos a solicitud de la 
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Sección de Incentivos y Beneficios o del Departamento de Análisis Ocupacional, no varían con el 
tiempo y que únicamente se remite el oficio con los cálculos al Subproceso de Reclamos 
Administrativos.  
 
Por lo anteriormente expuesto, es importante mencionar que, según los Lineamientos técnicos y 
metodológicos para la planificación, programación presupuestaria, seguimiento y la evaluación 
estratégica en el Sector Público en Costa Rica 2021, los procesos son las actividades o eventos 
(coordinados u organizados) que movilizan insumos para generar bienes y servicios con un fin 
determinado, concepto que engrana la articulación entre las instancias que intervienen en este, por lo 
que el producto final de una, es el inicial de la otra.    
 
Aunado a lo anterior y en virtud de los hechos determinados por esta Auditoría General, se tiene que 
la implementación de las gestiones administrativas de oficio no se realizó de forma coordinada u 
organizada, lo que queda en evidencia al no diseñarse el procedimiento que determinara cómo se 
realizaría el proceso (según lo expuesto en el inciso a) del apartado 1.1 del presente informe), 
además no se establecieron los reportes o información a remitirse entre las partes interesadas. 
 
En consecuencia, existe el riesgo de pérdida de la información al no realizarse un seguimiento 
articulado entre las partes que permita trazar la ruta crítica desde que se generan las gestiones 
administrativas de oficio hasta que se cancelan, por lo cual se desconoce el estado procesal de las 
gestiones por las instancias generadoras y se responsabiliza, exclusivamente, al Subproceso de 
Reclamos Administrativos. 
 
Sobre el tema en mención, el Lic. Andrés Solano Chaves, Analista de la OPI, informó a este Órgano 

Fiscalizador que es posible articular los procedimientos de las diferentes instancias que 
intervienen en el proceso desde que se interpone el reclamo o gestión administrativa de oficio, 
hasta el correspondiente pago, con el fin de establecer la relación entre los insumos necesarios 
para dar por atendida y concluida la atención del reclamo o gestión administrativa de oficio.  
 
De igual modo, llama la atención a este Órgano Fiscalizador que, al mes de agosto de 2019 el 
Subproceso de Reclamos Administrativos tenía en trámite aproximadamente 3009 reclamos 
administrativos y al mes de febrero de 2020, según información suministrada por el Lic. Calderón 
Fallas se tenían, aproximadamente, 7082 casos pendientes de gestiones administrativas de oficio, 
monto que representa 2,35 veces la gestión en trámite del Subproceso.  
 
Así mismo, resulta alarmante que pese a ser el pago de gestiones administrativas de oficio un 
proceso de gestión reciente en la Institución, existan 7082 gestiones pendientes de atender, donde 
como ya se indicó, las instancias que las generan manifestaron no dar seguimiento, sumado a los 
1086 casos recibidos entre los meses de febrero a agosto de 2020. 
 
La situación en comentario incumple lo estipulado en los artículos 8 inciso c) de la Ley General de 
Control Interno supra citado, 16 de la Ley de Planificación Nacional Nº 5525, 4 de la Ley General de 
la Administración Pública y el apartado 1.9 de las Normas de Control Interno para el Sector Público, 
que señalan: 

 
“Artículo 16.-De la eficiencia en la administración pública: Los ministerios e 
instituciones autónomas y semiautónomas llevarán a cabo una labor sistemática de 
modernización de su organización y procedimientos, a fin de aumentar la eficiencia y 
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productividad de sus actividades y con el propósito de lograr el mejor cumplimiento de 
los objetivos que persigue el Sistema Nacional de Planificación”. 
 
“Artículo 4.- La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a 
los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su 
eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social 
que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios”. 
 
“1.9 Vinculación del SCI con la calidad  
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben promover un 
compromiso institucional con la calidad y apoyarse en el SCI para propiciar la 
materialización de ese compromiso en todas las actividades y actuaciones de la 
organización. A los efectos, deben establecer las políticas y las actividades de control 
pertinentes para gestionar y verificar la calidad de la gestión, para asegurar su 
conformidad con las necesidades institucionales, a la luz de los objetivos, y con base 
en un enfoque de mejoramiento continuo”. (El subrayado no es del original). 
 
 

e) Presupuesto. 
 
Sobre este tema en particular, comentó el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, que 
para el pago de reclamos o gestiones administrativas de oficio, anteriormente los programas 
presupuestarios utilizaban el dinero de las plazas policiales que quedaban vacantes y que en 
promedio sumaban 500; situación que hacía innecesaria coordinar la disponibilidad de presupuesto 
para cubrir los pagos pendientes por estos conceptos con la Sección de Análisis y Seguimiento 
Presupuestario del Departamento de Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de 
Recursos Humanos. 
 
No obstante, informó que actualmente debido a las restricciones que existen por parte del Gobierno 
en relación con el uso de los dineros sobrantes en las cuentas presupuestarias relativas a salarios, 
estos dineros no pueden ser utilizados para pagar reclamos administrativos o gestiones 
administrativas de oficio.  
 
Lo anterior fue confirmado por el Lic. Giovanni Barquero Benavides, Jefe de la Sección de Análisis y 
Seguimiento Presupuestario, quien señaló que el anteproyecto de presupuesto institucional para el 
cual se proyectan las previsiones para el pago de resoluciones administrativas debe ser presentado al 
Ministerio de Hacienda el 15 junio de cada año; una vez aprobado, regirá hasta el 1 de enero del año 
siguiente. En este sentido, la elaboración del presupuesto con casi ocho meses de antelación, reviste 
de una complejidad que imposibilita conocer con precisión el total de casos que se tramitarán el año 
siguiente, sea por concepto de reclamos administrativos, sentencias legales o por gestiones 
administrativa de oficio, debido a que todas estas formas son cubiertas con el presupuesto aprobado 
para pago de resoluciones administrativas, generando una alta incertidumbre para definir el 
presupuesto anual necesario. 
 
Continuó manifestando que, el presupuesto asignado para cada ejercicio económico por concepto de 
pago de diferencias salariales dejadas de percibir por periodos vencidos, se estiman con base en el 
análisis del comportamiento de gasto de años anteriores, valoraciones del contenido presupuestario 
ejecutado durante el periodo vigente y proyecciones de gasto, según el registro de resoluciones y 
solicitudes de contenido económico tramitadas por el Subproceso de Reclamos Administrativos de la 

http://www.seguridadpublica.go.cr/


 
 

 

  

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 
Módulo A (Hernán Garrón Salazar) - Segundo Piso  

Complejo Policial Juan Rafael Mora Porras, frente al Liceo Castro Madriz, Barrio Córdoba  
Teléfonos: (506) 2600-4175 / 2600-4080 / Apartado Postal 4768-1000 San José 

Correo electrónico: deliot@msp.go.cr / www.seguridadpublica.go.cr 

 Página 26 de 62 
  

Asesoría Jurídica. El análisis de estos comportamientos permite visualizar y estimar la cantidad de 
casos y el costo de los eventuales trámites de resolución que se presentan cada año; así como los 
diversos conceptos de pago que se registran, de este modo se estima con anticipación y de la forma 
más exacta posible el presupuesto que se requiere para salvaguardar la cancelación de resoluciones 
administrativas. 
 
Sin embargo, el Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe del Subproceso de Reclamos Administrativos 
de la Asesoría Jurídica, comentó que nunca ha remitido a los diferentes programas presupuestarios ni 
a la Sección de Análisis y Seguimiento Presupuestario, el monto adeudado por los diferentes tipos de 
reclamos, por lo que considera que este no ha sido considerado por ellos en su proyecto de 
presupuesto. 
 
Agregó además que, este Subproceso no tiene control del monto total por los diferentes conceptos 
que van contabilizando los cálculos recibidos de la Sección de Remuneraciones del Departamento de 
Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos; por lo que solo el 
abogado que gestionó el caso conoce el monto a cancelar para cada caso en particular; así mismo 
señaló que desconoce las solicitudes pendientes de atender por parte de la Sección de la Análisis y 
Seguimiento Presupuestario. 
 
De igual manera, el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, comentó que, dadas las restricciones del 
presupuesto, desde hace aproximadamente 8 meses se coordina con la Sección de Análisis y 
Seguimiento Presupuestario, una reunión mensual, con el objetivo de priorizar los pagos a realizar.  
 
Por otra parte, el Lic. José Antonio Calderón Fallas, externó que, el pasado mes de febrero se acordó, 
en conjunto con el Departamento de Remuneraciones y Compensaciones y la Oficina de Demandas 
de la Asesoría Jurídica, priorizar las ejecuciones de sentencias judiciales y el pago de manual de 
puestos. 
 
Dicha priorización fue remitida a la Sección de Análisis y Seguimiento Presupuestario con el objetivo 
de que se valorara la posibilidad de reservar el contenido presupuestario para cada caso en concreto 
y, en caso de no existir presupuesto suficiente para la aprobación de contenido económico para la 
cancelación, informar a los reclamantes. 
 
De acuerdo con lo anterior, el Lic. Calderón Fallas estimó que el monto presupuestario requerido para 
hacerle frente al pago de las 7082 gestiones de oficio pendientes al mes de febrero del año 2020 
ascendía aproximadamente a ¢1.315.446.874,08 (mil trescientos quince millones cuatrocientos 
cuarenta y seis mil ochocientos setenta y cuatro colones con 08/100), según el siguiente desglose: 
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   Tabla 1 
                  Pagos de oficio pendientes de pago al 25 de febrero de 2020. 
 

 
                              

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Fuente: Elaboración propia. 
 

 

Según lo manifestado por la Lcda. Patricia Fernández Arce, Jefe del Departamento de 
Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos, ese es un monto 
importante de incorporar al presupuesto, por cuanto significa que en el tanto se aumente el 
presupuesto para pago de los reclamos administrativos o gestiones administrativas de oficio se debe 
disminuir las partidas del gasto operativo, en misma proporción. Además, acotó que la reserva de 
planilla representa un porcentaje de aproximadamente 80% del presupuesto de la Institución, 
quedando un 20% para el área operativa; lo que ocasionó que no se incluyera en el proyecto de 

presupuesto el monto total. 
 
Lo anterior, sin considerar las gestiones administrativas de oficio recibidas de febrero a agosto de 
2020, que como ya se indicó totalizan 1086 casos nuevos, para un monto aproximado de 
¢307.312.951,35 (trescientos siete millones trescientos doce mil novecientos cincuenta y un colones 
con 100/35), monto que si bien es cierto debido a la dinámica de formulación del presupuesto no se 
consideró para el proyecto del 2021, entra a engrosar la ya robusta deuda que tiene la Institución por 
concepto de gestiones administrativas de oficio y reclamos administrativos, aumentándola en un 
23.36%; desglosado seguidamente: 
 

 Manual de Puestos, 123 cálculos por ¢260.000.000,00 (doscientos sesenta millones con 
00/100). 

 Quinquenio, 68 cálculos por ¢12.312.951,35 (doce millones trescientos doce mil novecientos 
cincuenta y un colones con 35/100). 

 Carrera Policial, 895 cálculos por ¢35.000.000,00 (treinta y cinco millones con 00/100). 
 
Lo anterior alarma a este Órgano Fiscalizador, máxime que la restricción del presupuesto obedece a 
un aspecto externo a la Institución, que podría tener como consecuencia el incremento de demandas 
laborales por la imposibilidad de pagar a tiempo, incrementando los costos por intereses e 
indexaciones. 

Concepto Periodo Casos Monto total  

Manual de clases policiales 2014-2017 194 ₡1 133 194 246,12 

Puntos de carrera policial 2017 737 ₡17 409 099,02 

Puntos de carrera policial 2018 1132 ₡32 403 370,38 

Días feriados 2017 654 ₡7 554 901,42 

Días feriados 2018 73 ₡1 877 320,32 

Horas extras 2016 622 ₡12 810 758,60 

Horas extras 2017 1451 ₡37 704 479,65 

Horas extras 2018 1791 ₡51 908 936,14 

Alto riesgo 2018 264 ₡7 865 961,99 

Riesgo policial 2018 138 ₡4 982 795,59 

Anualidades varios años 26 ₡7 735 005,00 

Total 7082 ₡1 315 446 874,23 
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De acuerdo con los razonamientos que se han expuesto, la situación comentada incumple los 
artículos 4 y 269, inciso 1) de la Ley General de la Administración Pública que en lo que interesa, 
rezan: 

 
“Artículo 4.- La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a 
los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su 
eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social 
que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios. 

 
Artículo 269.- 
1. La actuación administrativa se realizará con arreglo a normas de economía, 
simplicidad, celeridad y eficiencia”. (El subrayado no es del original). 

 

Igualmente, se afecta las Normas 4.4.3 y 4.4.5 de las Normas de Control Interno para el Sector 

Público, que establecen: 

 
“4.4.3 Registros contables y presupuestarios  
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben emprender las 
medidas pertinentes para asegurar que se establezcan y se mantengan actualizados 
registros contables y presupuestarios que brinden un conocimiento razonable y 
confiable de las disponibilidades de recursos, las obligaciones adquiridas por la 
institución, y las transacciones y eventos realizados. 
 
4.4.5 Verificaciones y conciliaciones periódicas  
La exactitud de los registros sobre activos y pasivos de la institución debe ser 
comprobada periódicamente mediante las conciliaciones, comprobaciones y otras 
verificaciones que se definan, incluyendo el cotejo contra documentos fuentes y el 
recuento físico de activos tales como el mobiliario y equipo, los vehículos, los 
suministros en bodega u otros, para determinar cualquier diferencia y adoptar las 
medidas procedentes”. (El subrayado no es del original). 

 
 

Por otra parte, el Lic. Geovanny Barquero Benavides, Jefe de la Sección de Análisis y Seguimiento 
Presupuestario, externó que al mes de julio de 2020 no se estaban atendiendo asignaciones 
(reservaciones) y aprobaciones de contenido presupuestario para nuevos casos, con el objetivo de 
atender los casos que se encontraban pendientes de trámite y determinar los casos con contenido 
presupuestario comprometido del año anterior, los cuales, por la escasez del recurso económico y por 
los pagos correspondientes a la planilla ordinaria, debían ser primeramente identificados y, 
posteriormente, priorizarse su pago. 
 
En referencia a lo anterior, el Lic. Calderón Fallas confirmó que, en la reunión mensual de marzo 
anterior con el Departamento de Remuneraciones y Compensaciones, su Sección de Análisis y 
Control Presupuestario y el Asesor Jurídico, se acordó, de forma verbal, no realizar solicitudes de 
contenidos presupuestarios.  
 
Para revertir dicha situación, el Lic. Calderón Fallas mediante correo electrónico de fecha 19 de 
agosto anterior, informó a la Lcda. Patricia Hernández Arce, al Lic. Barquero Benavides y al Lic. José 
Jeiner Villalobos Steller, que instruiría a sus colaboradores para que en los casos donde conste en el 
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expediente el cálculo salarial, soliciten el contenido presupuestario documentando dicha gestión; esto, 
por disconformidades manifestadas por afectados y aludiendo acuerdos que no han sido respaldados.  
 
Con la situación expuesta anteriormente, aunado a otras debilidades de control ya expuestas en el 
presente informe, es evidente el arraigo que existe en el Subproceso de Reclamos Administrativos de 
obviar el respaldo y documentación de su gestión, lo que constituye un deterioro al sistema de control 
interno, especialmente al componente Sistemas de información, exponiéndose a riesgos de imagen, 
financiero, operativos, de información y de toma de decisiones.  
 
Este tipo de debilidades denotan el incumpliendo con lo dispuesto en los artículos 12, inciso b), 15 
inciso b) apartado iii) y 16 apartado a), todos de la de la Ley General de Control Interno, supra 
citados.  
 
f) Proyecto de resolución administrativa. 

 
Esta Auditoría General conoció, según información suministrada por Lcda. Helena Castillo Ramírez 
asesora legal del Subproceso de Reclamos Administrativos, que cuando se cuenta con la 
información necesaria de otras instancias y con la confirmación del contenido presupuestario, el 
Subproceso elabora el borrador de resolución, que es revisado por el Lic. José Antonio Calderón 
Fallas, Jefe del Subproceso y por el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, concluyendo 
con esto la intervención del abogado.  
 
Para realizar dicha revisión, se entrega los expedientes de cada caso a la jefatura para la revisión del 
proyecto de resolución administrativa, entrega que no es respaldada por todos los abogados; se 
determinó además que el formato utilizado para esta práctica no está estandarizado. 
 
La situación en comentario infringe el inciso d) del artículo 14 de la Ley General de Control Interno y 
el apartado 1.5 de las Normas de Control Interno para el Sector Público, que establecen: 

 
“Artículo 14.- Valoración del riesgo. En relación con la valoración del riesgo, serán 
deberes del jerarca y los titulares subordinados, entre otros, los siguientes: 
… 
d) Establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por 
ejecutar. 

 
1.5 Responsabilidad de los funcionarios sobre el SCI  
De conformidad con las responsabilidades que competen a cada puesto de trabajo, 
los funcionarios de la institución deben, de manera oportuna, efectiva y con 
observancia a las regulaciones aplicables, realizar las acciones pertinentes y atender 
los requerimientos para el debido diseño, implantación, operación, y fortalecimiento de 
los distintos componentes funcionales del SCI”. 
 

 
f.1) Base de datos de revisión de resoluciones.  
 
En el mismo orden de ideas, el Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe del Subproceso de Reclamos 
Administrativos, informó a esta Instancia Fiscalizadora que para controlar los expedientes que recibe 
para revisión del proyecto de resolución administrativa, utiliza una base de datos en Excel 
denominada Control de expedientes revisados. 
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En dicho control registra la devolución a los asesores legales de las resoluciones administrativas 
para su corrección; una vez incorporados los cambios, anota el cargo de los funcionarios a quienes 
les corresponde firmarla y, por último, una vez firmada registra la fecha en la que la resolución fue 
subida al sistema Onbase; todos estos registros utilizando la columna observaciones. 
 
En revisión de dicho control, este Órgano Fiscalizador conoció que de las hojas que conforman el 
Excel, únicamente en la que hace referencia a los proyectos de resolución revisados en los años 
2018 y 2019 existe una columna denominada observaciones. Para el año 2020 las anotaciones sobre 
la devolución de los expedientes y la fecha de cuando se sube la resolución al sistema Onbase, se 
registran en la columna nombrada “monto a pagarrod”, el cargo de los funcionarios que firman se 
anota en la columna despacho que lo firma y en una columna sin nombre se registran otros aspectos 
como Sub-Dirección Fuerza Pública (05/05/2020), Servicio de Seguridad Marítima (13/05/2020), 
estos últimos datos de utilidad desconocida, ya que al carecer de nomenclatura la columna no se 
tiene claro su objetivo. 
 
La situación comentada, hace que este control carezca de utilidad y oportunidad, en relación con el 
objetivo de control para el cual fue creado, por cuanto se constituye en una herramienta de 
interpretación particular de la jefatura y no en un mecanismo de control que permita la supervisión y 
revisión, por parte de cualquier instancia interesada.  
 
Por otro lado, conoció esta Instancia Fiscalizadora que, en la columna abogado tramitador de dicho 
control, se consignaron los nombres de una secretaria y un oficinista, por lo que se consultó con el 
Lic. Calderón Fallas quien indicó que ambos son funcionarios de formación abogados; en el caso de 
la secretaria, manifestó que les ha colaborado con la elaboración de resoluciones por casos que son 
declarados sin lugar, que no llevan ningún análisis jurídico y que son de mero trámite, ya que son 
resoluciones “machoteras” y que en el caso del oficinista, de igual manera le colaboró.  
 
La situación en comentario preocupa a esta Auditoría General, ya que al ser la Asesoría Jurídica y, 
específicamente, el Subproceso de Reclamos Administrativos la instancia a nivel institucional 
responsable de tramitar reclamos administrativos que resultan de funcionarios que realizan funciones 
diferentes al puesto y cargo en que se encuentran nombrados, es injustificable su tolerancia ante 
dicha práctica inadecuada, máxime en total conocimiento de los riesgos que esto representa.  
 
Situaciones como las comentadas, incumplen el apartado iii), inciso b) del artículo 15 de la Ley 
General de Control Interno antes mencionado, así como el inciso a) del artículo 16 de la misma 
normativa y el apartado 4.2 de las Normas de Control Interno, que establecen: 

 
“Artículo 16.- Sistemas de información. 
En cuanto a la información y comunicación, serán deberes del jerarca y de los titulares 
subordinados, como responsables del buen funcionamiento del sistema de 
información, entre otros, los siguientes:  
a) Contar con procesos que permitan identificar y registrar información confiable, 
relevante, pertinente y oportuna…”. 

 
4.2 Requisitos de las actividades de control 
Las actividades de control deben reunir los siguientes requisitos: 
e. Documentación. Las actividades de control deben documentarse mediante su 
incorporación en los manuales de procedimientos, en las descripciones de puestos y 
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procesos, o en documentos de naturaleza similar. Esa documentación debe estar 
disponible, en forma ordenada conforme a criterios previamente establecidos, para su 
uso, consulta y evaluación. (Lo subrayado no es del original). 
 

Así mismo, se infringe la Circular N° MSP-DM-68-2019 del 9 de enero de 2019, emitida por su 
persona en calidad de Jerarca,  mediante la cual ordenó verificar y realizar los ajustes necesarios 
para que los colabores realicen funciones, tareas o actividades, según el puesto y clase en que están 
nombrados; de manera que se cumpla a cabalidad lo regulado en el Manual de Clases Anchas de la 
Dirección General de Servicio Civil y en los distintos Manuales de Clases y Cargos Policiales 
aprobados por la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria del Ministerio de Hacienda.  Lo 
anterior, por cuanto se ha observado un incremento importante de los reclamos administrativos y 
procesos judiciales promovidos por funcionarios y exfuncionarios, que pretenden el reconocimiento 
de diferencias salariales por haber ejecutado labores de mayor jerarquía al puesto en que están o 
fueron nombrados. 
 
 
g) Registro y seguimiento del pago.    
 
Durante el desarrollo del presente estudio, esta Auditoría General comprobó que una vez 
consignados en la resolución administrativa los vistos buenos del Jefe del Subproceso de Reclamos 
Administrativos y del Asesor Jurídico, debe escanearse y subirse al sistema Onbase para gestionar 
la firma de su persona en calidad de Jerarca y del Viceministro Administrativo; una vez firmada la 
resolución administrativa el sistema Onbase permite continuar con el trámite de pago 
redireccionando la gestión a la Sección de Análisis y Seguimiento Presupuestario del Departamento 
de Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos (funcionarios “de 
alta”) o a la Dirección Financiera (casos de funcionarios “de baja”, defunciones, renuncias, pensión o 
de funcionarios que cuentan con tarjeta para el pago de combustible y por error cancelan con su 
tarjeta personal).  
 
Es importante mencionar que, para efectos del presente estudio se analizó únicamente el proceso 
realizado por la Sección de Análisis y Seguimiento Presupuestario; en virtud de que la mayor 
cantidad de resoluciones administrativas se gestionan para funcionarios de alta. 
 
Continuando con el proceso, corresponde a la Sección de Análisis y Seguimiento Presupuestario 
cotejar el monto de la resolución administrativa con el monto reservado en la aprobación de 
contenido económico, así como los demás datos de información referente al funcionario, finalizada 
esta revisión, se valida la resolución administrativa en el sistema Onbase.  
 
La mencionada validación permite a la Sección de Aplicaciones del Departamento de 
Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos aprobar el pago en el 
sistema Onbase, generando así una notificación con referencia al número de resolución aprobada y 
al cual se adjunta el documento que se envía a la dirección electrónica dispuesta por el reclamante 
para tal efecto.  
 
No obstante lo expuesto, la cancelación del pago se concreta mediante el sistema Integrado de 
Recursos Humanos Planillas y Pagos (INTEGRA) por lo que dicha Sección debe, previa aprobación 
en el sistema Onbase, registrar y aprobar el pago en INTEGRA, remitiendo según los lineamientos 
establecidos una propuesta de pagos a Tesorería Nacional, sin que se tenga fechas establecidas 
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para su aplicación, por lo que la Sección de Aplicaciones conoce cuando fue aplicado mediante 
monitoreo; sin embargo, el reclamante no es notificado del pago. Lo anterior según información 
suministrada por la funcionaria Arlett Umaña Gutiérrez; secretaria del Subproceso de Reclamos 
Administrativos; la Lcda. Patricia Hernández Arce, Jefe del Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones, así como con sus colaboradores Lic. Geovanny Barquero Benavides; Jefe de la 
Sección de Análisis y Seguimiento Presupuestario y la Lcda. Melissa Montero Vargas, Coordinadora 
de la Sección de Aplicaciones. 
 
Cabe destacar sobre el mismo tema, que las licenciadas Patricia Hernández Arce y Melissa Montero 
Vargas, manifestaron en consulta realizada por esta Auditoría General, no remitir a otras instancias 
de la Dirección de Recursos Humamos o al Subproceso de Reclamos Administrativos reporte alguno 
de los pagos realizados; advirtieron que si se requiere una certificación del pago debe solicitarse a la 
Sección de Remuneraciones; además señalaron que en el sistema INTEGRA existe una consulta de 
histórico de pagos que podría ser utilizada para estos fines. 
 
Continuando con el proceso ejecutado en el Subproceso de Reclamos Administrativos, la funcionaria 
Arlett Umaña Gutiérrez comentó que cuando el sistema Onbase notifica la aprobación de la 
resolución administrativa por la Sección de Aplicaciones del Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones, imprime el correo, lo adjunta al expediente y lo folia, archivando el expediente en 
el archivo general, por número y año, concluyendo así, las acciones de este Subproceso. Lo anterior, 
fue confirmado por el Lic. Calderón Fallas, quién señaló que el seguimiento al pago se da mediante 
el sistema Onbase, cuyo correo de notificación responde a la aplicación del pago por parte de la 
Sección de Aplicaciones. 
 
En este punto es importante acotar que, como ya se indicó, la aprobación del pago por la Sección de 
Aplicaciones no concreta que el reclamo administrativo o la gestión administrativa de oficio, se haya 
cancelado. 
 
Sobre el mismo tema, agregó la funcionaria Umaña Gutiérrez que, igualmente el sistema Onbase 
notifica si la resolución administrativa fue rechazada por la Sección de Aplicaciones y en los casos 
donde el pago lo gestiona la Dirección Financiera el sistema no notifica si se aprobó o rechazó, 
únicamente cuando se rechazan se conoce al recibir los documentos para las correcciones, así 
mismo, cuando el pago es aplicado esta Dirección no notifica. 
 
En relación con el seguimiento de los pagos gestionados por la Dirección Financiera el Lic. Calderón 
Fallas, señaló que no se ha implementado el seguimiento; no obstante, en los casos en que se ha 
requerido la certificación del pago la han suministrado sin inconvenientes. 
 
Eximirse de dar seguimiento y respaldar el pago respectivo, ocasiona al Subproceso de Reclamos 
Administrativos inseguridad respecto del pago efectivamente realizado y al reclamante o sujeto 
interesado recurrir a otras instancias del Ministerio a resarcir la necesidad de información. 
 
Las condiciones que anteceden, infringen los artículos 113 apartado 1) que obliga al servidor público 
a desempeñar sus funciones de modo que satisfagan, primordialmente, el interés público y 225 de la 
Ley General de la Administración Pública que establece que el servidor público deberá desempeñar 
sus funciones de modo que satisfagan primordialmente el interés público, el cual será considerado 
como la expresión de los intereses individuales coincidentes de los administrados. 
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Así mismo, incumple la Circular MSP-DM-AJ-5441-2018-AJ de fecha 6 de junio del año 2018, 
suscrita por los licenciados José Jeiner Villalobos Steller y Adolfo Meneses Soto, Asesor Jurídico y 
Subjefe  de la Asesoría Legal, respectivamente, donde se indicó tener claro que el caso no concluye 
con el borrador de la resolución por parte del instructor o tramitador, por lo que se le deberá dar 
seguimiento y consignarse lo pertinente hasta que esté verdaderamente concluido, es decir, 
notificado y ejecutado.  
 
 
h) Transacciones.   
 
En relación con el tema en comentario el Lic. Mario Zamora Cordero; otrora Ministro, consultó a la 
Procuraduría General de la República mediante oficio 0534-2013 DM del 6 de febrero de 2013,  sobre 
la posibilidad de hacer uso de las figuras de transacción y conciliación para atender una serie de 
reclamos presentados por miembros de la Fuerza Pública, relacionados con el pago de días feriados; 
los cuales a partir del año 2008 el Ministerio empezó a pagar doble; situación que propició que los 
funcionarios policiales presentaran reclamos administrativos y jurisdiccionales para el reconocimiento 
de los días feriados laborados desde el inicio de su relación de empleo y hasta el año 2008. 
 
En dicha solicitud el Lic. Zamora Cordero argumentó que, para resolver de manera convencional los 
reclamos, se debía realizar una investigación larga y compleja para determinar si el funcionario laboró 
los días feriados; con el agravante de que mucha de la información no existía o era de difícil acceso.  
 
Para evitar todo ese trámite, propuso realizar una transacción con finiquito que permitiera el 
reconocimiento de todos los días feriados de los años trabajados contados a partir de la fecha de alta 
y hasta el año 2008 y el respectivo pago a los funcionarios policiales que quisieran suscribirlo, 
asignando un valor determinado por cada día feriado, según el año al que correspondía.  Ello, según 
se indicó en ese mismo documento, beneficiaría al servidor por cuanto se le pagaría de manera 
pronta una cantidad de dinero, independientemente de que haya laborado o no los feriados y a la 
Administración, porque se evitaba todo el proceso de investigación y los costos operativos por los 
años que tardaría la atención y resolución de los reclamos, así como las costas personales y 
procesales de los eventuales juicios que llegaran a plantearse. 
 
En respuesta al oficio supra citado, la Procuraduría General de la República emitió el Dictamen C-
151-2014 del 16 de mayo de 2014 habilitando al Ministerio a transar con sus funcionarios, en vía 
administrativa, lo relativo al reconocimiento y pago de los días feriados no cancelados 
oportunamente; siempre que esa transacción lleve consigo ventajas para la Administración acordes al 
interés público que debe tutelarse al hacer uso de ese tipo de mecanismos.    
 
De acuerdo con información suministrada por el Lic. José Antonio Calderón Fallas; Jefe del 
Subproceso de Reclamos Administrativos; a partir del citado Dictamen se empezó a aplicar la figura 
jurídica transacción y finiquito; sin embargo, en agosto de 2018 se inició la devolución de las 
transacciones sin trámite por parte de la Dirección de Leyes y Decretos del Ministerio de la 
Presidencia; argumentando que se emitió el Decreto N° 411174-MEP-MTSS-S-MOPT-H y el Acuerdo 
N° 027-P publicado en el Diario Oficial La Gaceta N°124 del 10 de julio de 2018, donde se facultaba 
al Ministerio a delegar la firma de las resoluciones administrativas referentes a los derechos laborales 
de sus funcionarios cuando los montos no superen los ¢30.000.00,00 (treinta millones de colones 
00/100) en la persona que el señor Ministro designara.  
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Es por lo anterior que se consultó con el Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, sobre las 
acciones que tomó esa dependencia a efecto de retomar la aplicación de la figura de transacción; 
dado que, al parecer, la Dirección de Leyes y Decretos del Ministerio de la Presidencia no tomó en 
cuenta lo indicado en el Dictamen C-151-2014 antes mencionado, respecto a la obligatoriedad de que 
las transacciones tengan que ser aprobadas por el Presidente de la República y que estamos ante 
una figura diferente a la resolución administrativa.   
 
Al respecto indicó que, a partir de la devolución de los trámites conversó en dos ocasiones, vía 
telefónica con la Dirección de Leyes y Decretos, quienes insistieron que ya no era necesario que el 
documento fuera firmado por el Presidente de la República porque él ya había delegado la firma, 
haciendo alusión al Decreto N° 411174-MEP-MTSS-S-MOPT-H y al Acuerdo N° 027-P antes citados, 
señalando además que no comparte este argumento por la existencia del pronunciamiento de la 
Procuraduría General de la República que obliga la firma del Presidente de la República cuando se 
tramita una transacción. 
 
Así las cosas; preocupa a esta Auditoría General que no se tramitara formalmente, por parte de la 
Asesoría Jurídica ante la Dirección de Leyes y Decretos del Ministerio de la Presidencia, la posibilidad 
de retomar el uso de la transacción con finiquito; respaldando, documentalmente, las acciones 
emprendidas y los resultados obtenidos ni que se realizara formalmente un análisis de las situaciones 
que hacen que la figura, en la actualidad, no represente ventajas para la Administración, condición 
restrictiva de uso, según el dictamen de marras.  
 
En relación con lo anterior, es importante citar nuevamente lo establecido en el artículo 113 de la Ley 
General de la Administración Pública que obliga al servidor público a desempeñar sus funciones de 
modo que satisfagan, primordialmente, el interés público; asimismo, el artículo 114 del mismo cuerpo 
normativo establece que se considera irregular desempeño de su función todo acto, hecho u omisión 
que por su culpa o negligencia ocasione trabas u obstáculos injustificados o arbitrarios a los 
administrados. 
 
Adicionalmente, la situación en comentario es contraria al inciso c) del artículo 8 de la Ley General de 
Control Interno y el aparte 4.4.1 de las Normas de Control Interno para el Sector Público, supra 
citados.  
 
 
i) Teletrabajo. 

 
Sobre el tema que nos ocupa, es importante señalar que el Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe 
del Subproceso de Reclamos Administrativos, informó a este Órgano Fiscalizador que tres de los seis 
funcionarios que laboraban al momento de nuestro estudio como asesores legales a su cargo, se 
desempeñaron bajo la modalidad de teletrabajo: mediante los contratos de teletrabajo N°CT-01-2018 
D.M, N°CT-03-2018 D.M y N°CT-01-2019 D.M 
 
En consecuencia a lo anterior, se consultó con el Lic. Calderón Fallas sobre los procedimientos 
utilizados para la asignación de casos en los días teletrabajables, la entrega de los mismos para su 
revisión y los mecanismos de control establecidos para la medición del desempeño de los 
teletrabajadores, señalando que cada teletrabajador decide las labores realizará en esos días y que 
no cuenta con indicadores de gestión al respecto. 
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En relación con el cumplimiento de las tareas manifestó que, cada trabajador presenta un informe 
semanal con el detalle y los borradores en físico de las resoluciones para su revisión, el cual no tiene 
un formato establecido; no obstante, dicho informe debe incluir el número de expediente, nombre y 
número de cédula del reclamante, tipo y estado del reclamo. Agregó que, en este informe no se 
distingue el trabajo realizado de forma presencial o teletrabajo; al no considerarlo necesario.  

  
Ante tal situación, esta Auditoría General examinó los reportes semanales presentados por los 
trabajadores en las semanas del 1 al 5 de abril y del 28 al 1 de noviembre, ambas del año 2019; 
determinándose serias deficiencias, tales como: omisión del nombre del funcionario, la semana 
reportada, el detalle de tareas que se realizaron y número de expediente tramitado; además se 
confirmó que el formato utilizado no es uniforme y que en ellos no se indica la modalidad de trabajo; 
situación que dificulta las labores de revisión y supervisión por parte de la jefatura del Subproceso, 
aunado a que dicho control excluye los casos que no tuvieron actividad durante la semana. 
 
Posteriormente, esta Auditoría General requirió de la presencia de un funcionario que se encontraba 
teletrabajando, lo cual nos fue negado por parte del Lic. Calderón Fallas, aduciendo que 
anteriormente, una situación similar ocasionó que la Sección de  Asistencia y Reubicaciones del 
Departamento de Control y Documentación de la Dirección de Recursos Humanos, solicitara a la 
Sección de Inspección Administrativa del Departamento Disciplinario Legal la apertura de un 
procedimiento administrativo al teletrabajador. 
 
Ante tal situación, se conversó con la Lcda. Sara Castillo Méndez, otrora secretaria de la Comisión 
Institucional de Teletrabajo, quien señaló que el teletrabajador debe tener disponibilidad, de manera 
que en caso de requerirse su presencia en la oficina debe apersonarse, tomando en cuenta 
circunstancias razonables (tiempo, distancia), según lo dispuesto en la Circular N° MSP-DM-DVA-
DGAF-CTT-113-2019 de fecha 17 de diciembre de 2019, emitida por dicha Comisión. 
 
Por otra parte, en lo que se refiere al seguimiento al desempeño y calidad de las funciones realizadas 
por los funcionarios teletrabajadores se consultó con el Ing. Randall Vega Blanco; otrora Director 
General Administrativo y Financiero y quien presidió la Comisión Institucional de Teletrabajo, 
indicando que mediante oficio MSP-DM-DVA-DGAF-CTT-0077-2019 de fecha 10 de setiembre de 
2019, se solicitó a las instancias con teletrabajadores un informe de resultados sobre el mecanismo 
de control utilizado con el objetivo de valorar la labor de cada funcionario, cantidad promedio de 
trabajo producida por mes en los últimos 6 meses y calidad del trabajo ejecutado. 
 
En respuesta al oficio anterior, el Lic. Calderón Fallas envió el oficio MSP-DM-AJ-SRA-8522-2019 de 
fecha 18 de setiembre de 2019 al Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, detallando la 
cantidad de gestiones atendidas por cada asesor legal e indicó que en cuanto a la calidad del trabajo 
realizado mediante la modalidad de teletrabajo se sentía insatisfecho, pues denotaba muchos errores 
al momento de la revisión de las resoluciones; en lo que se refiere a los mecanismos de control omitió 
esa información; sin embargo, no tomó ninguna decisión al respecto; lo que fue confirmado por el Lic. 
José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, quien agregó que es al Lic. Calderón Fallas, en calidad 
de jefe del Subproceso, a quien le corresponde tomar las medidas correctivas, al ser quien revisa y 
supervisa el trabajo de los colaboradores. 
 
Las situaciones comentadas, son contrarias a lo establecido en el artículo 12 incisos a) y b) de la Ley 
General de Control Interno, ya mencionados y los artículos 1, 3 inciso c), 16, 18, y 26 del Reglamento 
para implementar la modalidad de teletrabajo en el Ministerio de Seguridad Pública, que señalan:  
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“Artículo 1º-Objeto y ámbito de aplicación. 
El presente Reglamento tiene por objeto regular la relación de servicio que surja con 
ocasión del teletrabajo, la cual se podrá llevar a cabo mediante el uso de tecnologías y 
sistemas de información, con el propósito de mejorar la productividad y calidad del 
servicio de forma eficaz y eficiente en armonía con la calidad de vida de los 
funcionarios. (El subrayado no es del original). 
… 
Artículo 3- Características esenciales del teletrabajo. Para efectos del presente 
reglamento, el teletrabajo tendrá las siguientes características: 
…. 
c) Está sujeto al cumplimiento de metas y objetivos que permiten la planificación, 
seguimiento y control. 
 
Artículo 16.-Jornada laboral y horario del teletrabajo. 
…. la persona teletrabajadora debe cumplir con las metas y trabajo asignado por el 
jefe superior inmediato en el plazo establecido para tal efecto. En caso de requerirse 
su presencia en el lugar de trabajo, debe sujetarse al horario de la jornada ordinaria.  
 
Artículo 18.-Desplazamiento de las personas teletrabajadoras. Cuando se 
encuentre laborando bajo esta modalidad y se requiera su presencia en la oficina, el 
jefe superior inmediato será el responsable de localizarlo y otorgarle un plazo 
razonable para que pueda desplazarse, tomando en cuenta factores como tiempo y 
distancia. 
 
Artículo 26.-Rendimiento de la persona teletrabajadora. Cuando la persona 
teletrabajadora no cumpla con las labores definidas en el contrato, corresponde al jefe 
superior inmediato efectuar un análisis de la situación y emitir las recomendaciones 
que estime pertinentes para mejorar el desempeño, de lo cual debe también informar 
a la Comisión Institucional de Teletrabajo. De persistir tales condiciones, se 
suspenderá inmediatamente el contrato y será sometido al procedimiento 
administrativo que corresponda.”  

 
Así mismo, se incumple la cláusula quinta de los contratos del teletrabajo N°CT-01-2018 D.M, N°CT-
03-2018 D.M y N°CT-01-2019 D.M que en relación con las tareas asignadas al teletrabajador indica 
que de acuerdo con las tareas descritas por la jefatura y avaladas por la Comisión Institucional de 
Teletrabajo, le corresponde al jefe inmediato supervisar al teletrabajador para que realice, de la forma 
más eficiente, las funciones atenientes al puesto que ostenta.  
 
Al respecto, es preciso recordar el artículo 1 del Reglamento para implementar la modalidad de 
teletrabajo en nuestro Ministerio, el cual define como propósito de la modalidad,  mejorar la 
productividad y calidad del servicio de forma eficaz y eficiente en armonía con la calidad de vida de 
los funcionarios; por tanto, es de esperar que si el rendimiento de un teletrabajador disminuye en 
comparación con el que resultaba al laborar bajo la metodología tradicional, la Administración deba 
resolver el contrato, según los estipula el apartado décimo tercero del contrato de teletrabajo. 
 
 
i.1) Evaluación y medición del teletrabajo. 
 
En relación con este tema, esta Auditoría General conoció que mediante oficio MSP-DM-3290-2019 
del 28 de noviembre de 2019, su persona en calidad de Jerarca, le solicitó al Ing. Randall Vega 
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Blanco, otrora Director General Administrativo y Financiero, quien presidió la Comisión Institucional 
de Teletrabajo, medir, al menos una vez al mes, la productividad del teletrabajador, para lo cual 
encomendó a dicha Comisión, en coordinación con la OPI, crear indicadores de productividad con el 
propósito de que posteriormente fueran aplicados por los jefes. 
 
Al respecto, el Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe del Subproceso de Reclamos Administrativos, 
informó a este Órgano Fiscalizador que, a inicios del presente año fue convocado a una reunión para 
definir indicadores de gestión; no obstante, no asistió por encontrarse de vacaciones y por 
considerarlo innecesario en virtud de que, para ese momento, no contaba con teletrabajadores.  
 
Posteriormente, mediante oficio MSP-DM-DVA-DGAF-CTT-012-2020 de fecha 28 de enero de 2020, 
el Ing. Vega Blanco remitió a la Lcda. Lys Espinoza Quesada, Directora de Recursos Humanos, con 
copia al Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, el oficio MSP-DM-OPI-009-2019 del 27 de 
enero de 2020, con los indicadores de productividad formulados; incluido un indicador de eficacia 
para el Subproceso de Reclamos Administrativos, mismo que el funcionario Calderón Fallas externó 
desconocerlo; no obstante, dicho funcionario entregó a esta Auditoría General correo electrónico de 
fecha 24 de enero de 2020, donde el Lic. Randall Camacho Marín, otrora funcionario de la OPI, le 
remitió el indicador para revisión. 
 
De acuerdo con el oficio antes mencionado, se tiene que el indicador denominado porcentaje de 
resoluciones emitidas cuyos componentes involucrados, según la ficha del indicador, corresponden al 
total de resoluciones emitidas y total de gestiones asignadas, con una meta del 80%, a saber: 

 
                      % de Resoluciones emitidas =   Total de resoluciones emitidas     X 100 

                       Total de gestiones asignadas 
 

Por lo antes comentado, esta Auditoría General conversó con el Lic. Andrés Solano Chaves, analista 
de la OPI, quien señaló que dicho indicador mide producción final, lo que presenta una limitante, 
debido a que en el proceso de atención de los reclamos administrativos o gestiones administrativas 
de oficio, el Subproceso depende de la intervención de otras instancias internas y de la disponibilidad 
del recurso económico determinado por una instancia externa; agregó además que, el jefe al ser el 
responsable de su implementación y seguimiento debe contar con la prueba documental o los 
controles que respalden la métrica aplicada a cada uno de los componentes. 
 
Así mismo, acotó sobre la necesidad de que la jefatura conozca las gestiones que atendió el abogado 
en teletrabajo, tanto las que fueron asignadas y atendidas en el mismo mes como las gestiones 
asignadas previamente; a efecto de aplicar la métrica; por cuanto, si es una gestión acumulada sin 
atender, se debe dejar constancia de cuándo se inició su atención mediante teletrabajo; tomándose 
esta fecha como asignación, para que sean comparables ambos componentes. 
 
En este sentido y a partir de las consideraciones contenidas, resulta imprescindible a esta Instancia 
Fiscalizadora resaltar lo que al respecto señala la Guía de Elaboración de Indicadores de Gestión 
emitida por la Dirección del Servicio Civil5, en relación con que los indicadores poseen amplios 
requisitos que deben ser contemplados para su correcta definición, mencionando, entre otros, ser 
prácticos, independientes y verificables; refiriendo al respecto lo siguiente: 

                                                           
5 http://www.dgsc.go.cr/documentos/transparencia/planes/Guia-para-la-elaboraci%C3%B3n-de-indicadores-DGSC.pdf 
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“3.2 Características de un indicador 
Prácticos: deben diseñarse de manera tal que con los medios y recursos disponibles 
sea posible obtener la información. 
Independientes: su cumplimiento no depende de factores externos a la dependencia. 
Verificables: para lo cual su cálculo debe estar adecuadamente soportado y ser 
documentado para su seguimiento y trazabilidad”.  
 

La situación en comentario, preocupa a esta Auditoría General pues, como ya se indicó, para dicha 
modalidad cada asesor legal decide que labores realiza, sin que esto sea del conocimiento de la 
jefatura. Asimismo, el control informe semanal carece de información que permita identificar los 
proyectos de resolución administrativa realizados mediante la modalidad en cuestión, lo que impide la 
trazabilidad del trámite. Extrañándose entonces, cómo estaría la Administración evidenciando el 
cumplimiento de cada uno de los componentes del indicador, máxime que como se señaló el Lic. 
Calderón Fallas desconoce el indicador.  
 
Por otro lado, llama la atención que aun cuando el Lic. Calderón Fallas externó su insatisfacción 
sobre la calidad del trabajo realizado mediante esta modalidad, no se establecieron indicadores de 
calidad que permitieran medir dicho atributo; con lo que pudo valorarse la conveniencia, o no, de 
mantener la continuidad de los funcionarios en dicha modalidad. 
 
Este tipo de debilidades denotan que no se está cumpliendo con lo dispuesto en el artículo 20 del 
Reglamento para implementar la modalidad de teletrabajo en la Institución, que refiere a evaluación y 
medición de los resultados, determinando que, el jefe inmediato será responsable de controlar y 
supervisar el desarrollo de las actividades realizadas por la persona teletrabajadora, además queda 
bajo su responsabilidad evaluar y medir su rendimiento. Asimismo, se incumple el artículo 9, inciso e) 
del Reglamento Autónomo de Servicios del Ministerio y el aparte 1.9 de las Normas de Control 
Interno para el Sector Público, que establece:  
 

“Artículo 9°-De las obligaciones de los jefes inmediatos. 
Además de las obligaciones señaladas para los servidores, aquellos funcionarios que 
tengan personal bajo su responsabilidad deberán: 
… 
e) Estar atentos a que sus subalternos ejecuten en debida forma el trabajo que les ha 
sido asignado y tomar las medidas pertinentes para que las labores se efectúen 
eficientemente y sin retrasos injustificados. 

 
1.9 Vinculación del SCI con la calidad 
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben promover un 
compromiso institucional con la calidad y apoyarse en el SCI para propiciar la 
materialización de ese compromiso en todas las actividades y actuaciones de la 
organización. A los efectos, deben establecer las políticas y las actividades de control 
pertinentes para gestionar y verificar la calidad de la gestión”. 

 
Por último, es importante indicar que, pese a que en su momento el Lic. Calderón Fallas indicó que 
en el Subproceso de Reclamos Administrativos no se contaba con funcionarios laborando bajo la 
modalidad de teletrabajo; es claro que la jefatura está en la obligación de definir el procedimiento a 
seguir para controlar y supervisar el desarrollo de las tareas teletrabajables; previniendo futuras 
necesidades y partiendo de las oportunidades de mejora que le dicte la experiencia. 
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j) Base de datos general. 
 
Según información suministrada por el Lic. José Antonio Calderón Fallas; Jefe del Subproceso de 
Reclamos Administrativos; esta Auditoría General conoció que, el registro de los reclamos 
administrativos se realiza mediante una hoja electrónica en formato Excel, en la cual cada fila se 
constituye en un caso.  
 
Según lo manifestado por el Lic. Calderón Fallas, el control del seguimiento paso a paso de la 
atención de los reclamos, es visible en esta base de datos, a la cual solo se puede accesar en las 
computadoras de las funcionarias Arlett Umaña Gutiérrez y Jackeline Alpízar Chinchilla, secretarias 
del Subproceso, esto por un tema de capacidad y seguridad de la información. 
 
De acuerdo con revisión realizada por este Órgano Fiscalizador a dicho control, se evidenciaron las 
siguientes debilidades: 
 

 Solo puede ser utilizada por una persona a la vez.  

 Existen registros incompletos (faltan apellidos, nombre, número de cédula, número de 
reclamo, fecha de asignación, entre otros). 

 Datos registrados en columnas que no corresponden. 

 Datos desactualizados. 

 Expresiones incoherentes en los registros, tales como “xx”, “zz”, “bbb”, entre otros.  

 Los tipos de estado no están definidos, por lo que dicha columna se utiliza para registro de 
observaciones. 

 Las columnas denominadas “otros”, “notificación”, “número de folios”, “entrega o archiva”, se 
utilizan para el registro de observaciones varias o se dejan en blanco, por tanto, no se tiene 
clara su utilidad.  

 Casos asignados a asesores legales que ya no son funcionarios del Subproceso, ejemplo 
expediente 642-2015.  

 Expedientes que han sido reasignados de asesor legal y mantienen el responsable inicial 
invariable. 

 Registros duplicados, tal es el caso N° 1196-2010. 
 

Por otra parte, en lo que se refiere a la actualización de la base de datos que debería provocar la 
solicitud de información a otras instancias; se determinó que no se registran por considerarse que el 
control debe llevarlo cada asesor legal.  
 
En cuanto al recibo de oficios de respuesta a solicitudes, estos son recibidos en la ventanilla por la 
secretaria de la Asesoría Jurídica, quien los remite al Subproceso de Reclamos Administrativos 
mediante un listado; posteriormente la secretaria del Subproceso lo entrega al asesor legal que lleva 
el caso, anotándose en la base de datos, específicamente en el espacio denominado estado, que se 
recibió respuesta a lo solicitado por el abogado, sin detallar el número de oficio o instancia de 
procedencia; luego los oficios son entregados al asesor legal que tiene asignado el caso, sin que 
exista un control de la entrega de estos documentos.  
 
En razón de lo expuesto, preocupa a este Órgano Fiscalizador que la base de datos general carezca 
de las condiciones que garanticen su confiabilidad y oportunidad y consecuentemente, que el 
Subproceso de Reclamos Administrativos no cuente con información para la toma de decisiones, 
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rendición de cuentas y atención oportuna de los reclamantes, desconociéndose la cantidad de casos 
en atención y su estado procesal.  
 
Las situaciones comentadas responden a debilidades en las actividades de control, sistemas de 
información y seguimiento al sistema de control interno, según los artículos 15 inciso b) apartados III y 
IV de la Ley General de Control Interno, 16 de la Ley de Planificación Nacional Nº 5525, apartados 
4.1, 4.4.1 supra citados y 5.6 de las Normas de Control Interno para el Sector Público, que establece:  

 

“5.6 Calidad de la información  

El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben asegurar 
razonablemente que los sistemas de información contemplen los procesos requeridos 
para recopilar, procesar y generar información que responda a las necesidades de los 
distintos usuarios. Dichos procesos deben estar basados en un enfoque de efectividad 
y de mejoramiento continuo. Los atributos fundamentales de la calidad de la 
información están referidos a la confiabilidad, oportunidad y utilidad”.  
 

En otro orden de ideas, el Lic. Calderón Fallas agregó que no se ha definido por parte del Lic. José 
Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico, la necesidad de que se le remita informes periódicos sobre 
la gestión del Subproceso, únicamente, en reuniones mensuales de control interno se le informa, 
verbalmente, la situación en cuanto a los pagos de los reclamos administrativos, o cuando le solicita 
algún informe por escrito.  

 

Lo expuesto, incumple el artículo 9 del Reglamento Autónomo de Servicios del Ministerio de 
Seguridad Pública N° 24896-SP que establece en su inciso c) la obligación de los jefes inmediatos de 
informar regularmente sobre la marcha del trabajo a su superior y en forma inmediata cuando ocurra 
un hecho que requiera su pronta atención. 
 
 
k) Base de datos de cada abogado. 
 
Sobre el tema que nos ocupa, en conversación sostenida con el Lic. José Antonio Calderón Fallas; 
Jefe del Subproceso de Reclamos Administrativos; informó que, cada abogado cuenta con una base 
de datos donde registra los expedientes asignados, por lo que se procedió con su revisión; 
evidenciándose que cada funcionario utiliza un formato diferente. 
 
La situación en comentario, es contraria a la Circular MSP-DM-AJ-5441-2018-AJ del 6 de junio de 
2018, suscrita por los licenciados José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico y Adolfo Meneses 
Soto, Subjefe de esa Asesoría Jurídica; en la que se estableció que cada funcionario debería llevar el 
control de casos, conteniendo las columnas con los datos mínimos y con el formato y orden 
establecido. 
 
De igual manera, se incumple el artículo 12 inciso b) de la Ley General de Control Interno, ya 
mencionado y la norma 6.2 de las Normas de Control Interno, que en lo que interesa establece: 

 
“6.2 Orientaciones para el seguimiento del SCI 
El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben definir las 
estrategias y los mecanismos necesarios para el efectivo funcionamiento del 
componente de seguimiento del SCI. Dichas orientaciones deben ser congruentes y 
estar integradas a las gestiones relacionadas con la operación, mantenimiento y 
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perfeccionamiento del SCI, ser de conocimiento de todos los funcionarios, estar 
disponibles para su consulta y ser revisadas y actualizadas periódicamente. 
Como parte de tales orientaciones, entre otros, se deben establecer formalmente, 
mecanismos y canales de comunicación que permitan la detección oportuna de 
deficiencias y desviaciones del SCI, y que quienes las detecten informen con prontitud 
a la autoridad competente para emprender las acciones preventivas o correctivas que 
procedan, de acuerdo con la importancia y riesgos asociados.” (El subrayado no es 
del original).  

 
Aunado a lo anterior, es preciso acotar que el artículo 2 de la Ley General de Control Interno define 
las actividades de control, como las políticas y procedimientos que permiten obtener la seguridad de 
que se lleven a cabo las disposiciones emitidas por los jerarcas y los titulares subordinados; a 
quienes, en su artículo 10 responsabiliza, no solamente de establecer el control interno, sino de 
mantenerlo, perfeccionarlo y evaluarlo. 
 
Es por lo anterior que, se hace obligatorio para esta Auditoría General recordar a la Administración 
que no es suficiente establecer controles, sino que es necesario realizar acciones que garanticen su 
efectivo funcionamiento; permitiendo así que se evalúen y, de ser necesario, se perfeccionen. 
 
Además, el artículo 17 inciso a) del mismo cuerpo normativo estipula como deber del titular 
subordinado, que los funcionarios responsables realicen continuamente las acciones de control y 
prevención en el curso de las operaciones normales integradas a tales acciones. 

 
 

l) Inventario. 
 
Según información suministrada por el Subproceso de Reclamos Administrativos, esta Auditoría 
General inventarió los expedientes asignados en presencia de cada asesor legal (con excepción de 
una funcionaria quien durante nuestro estudio se encontraba incapacitada, por lo que el inventario se 
realizó en colaboración de un oficinista y del Lic. José Antonio Calderón Fallas; Jefe del Subproceso); 
determinándose, entre otros, que los formatos remitidos por los asesores legales con la información 
de los reclamos asignados eran diferentes entre sí y cada uno utilizó diferentes criterios para 
determinar los expedientes a reportar; evidenciándose debilidades de supervisión por parte de la 
jefatura del Subproceso.   
 
A continuación, se detallan los resultados obtenidos en el inventario: 
 
Asesor legal N° 1: 
 
El asesor legal presentó un reporte enlistando 698 expedientes asignados, obteniéndose los 
siguientes resultados:   

 
1. En sitio, entregó los expedientes N°1368-2017 y 1463-2017 a nombre de un mismo reclamante 

mismo concepto; no obstante, en el listado únicamente reportó el expediente Nº 1368-2017, 
aduciendo que ambos casos se acumularon, sin que se realizara un auto de acumulación, pero sí 
anotando lo respectivo en la base de datos general; no obstante, en revisión a la mencionada 
base de datos ambos casos se encuentran registrados, mientras que en la base de datos del 
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asesor legal efectivamente solo se registra el caso Nº 1368-2017, sin referenciarse al acto de 
acumulación.  
 

2. A pesar de que en sitio entregó el expediente N°635-2011, no se encontraba incluido en el listado 
suministrado a esta Instancia Fiscalizadora, manifestando el funcionario que ese expediente le fue 
asignado en fecha 17 de marzo del 2011 y se confeccionó la resolución N°2013-648 DM, la cual 
cuenta con los respectivos vistos buenos por parte de los licenciados José Jeiner Villalobos Steller 
y Bernardo González Aguilar, Asesor Jurídico y otrora Jefe del Subproceso de Reclamos 
Administrativos, respectivamente, en fecha 14 de febrero de 2013; sin embargo, se está 
tramitando nuevamente, por cuanto se desconoce si la resolución se hizo efectiva. 

 
3. En el listado reportó el expediente N°549-2015 con el cual, presuntamente, se le asignó la gestión 

de pago de un funcionario, a pesar de referir un listado con 17 funcionarios más; posteriormente, 
sin precisar fecha, le entregaron el resto de los cálculos para ser atendidos, por lo que decidió 
asignarles la numeración 549-1 consecutivamente hasta el 549-18, para atenderlos 
ordenadamente; no obstante, la documentación está centralizada en un único expediente, es 
decir en el Nº 549-2015. 

 
4. Por último, en los reclamos N° 1597-2010, N°3339-2010, Nº 4318-2010 y Nº 6633-2010, se 

consignó en el reporte diferencias en el nombre y/o apellidos de los reclamantes, según registros 
de los mismos en la base de datos general.  

 
Asesora legal N°2: 
 
La asesora legal presentó un reporte enlistando 679, determinándose lo siguiente:  
 
1. En el listado omitió incluir 50 expedientes, de los cuales 44 manifestó haberlos entregado para la 

revisión del proyecto de resolución a la jefatura; no obstante, aun y cuando en las resoluciones 
estaban correctas, los expedientes le fueron devueltos por falta de contenido presupuestario; en 
lo que respecta a los 6 expedientes restantes se constató que: 
 

 El expediente N°1993-2016 fue traslado a la jefatura y devuelto para que se tramitara una 
prevención de solicitud de información al reclamante.  

 

 Los expedientes N°1933-2012, 3727-2014 y 642-2015, no fueron incluidos en el listado, 
aduciendo desconocer el motivo. 
 

 El expediente N°642-2015 no fue incluido en el listado, señalando que posiblemente se 
encontraba mal archivado; se determinó que empezó a gestionarlo en el mes de setiembre de 
2019, sin precisar la fecha de su asignación. No obstante, llama la atención que según la base 
de datos general este expediente ingresó el 12 de agosto de 2014, asignándose el 19 de 
febrero de 2015 a una exfuncionaria; sin embargo, no consta la fecha en que le fue asignado a 
asesora legal N°2, a pesar de que en el control de dicha asesora legal se registra como fecha 
de asignación el 28 de mayo de 2019.  
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 El expediente N°735-2015 le fue asignado en el mes de junio del 2019, sin que conste en el 
libro de asignaciones y el expediente Nº 317-2017 le fue asignado en febrero de 2019; sin 
embargo, no se incluyeron en el listado. 

 
Es importante indicar que, el traslado de expedientes a la jefatura para revisión del proyecto de 
resolución prescindió del registro que respalda tanto la entrega por parte de la asesora legal como 
el recibo de la jefatura, al no contarse con un control para el efecto, aspecto expuesto en el 
apartado 1.2) aparte f) del presente informe.  
 

2. Se detectaron, finalmente, en el reporte entregado a la Auditoría General, inconsistencias en el 
nombre y/o apellidos de los reclamantes, casos N°1250-2016, N°3732-2015, N° 2037-2012, N° 
3731-2014, N°3728-2014 y N°3984-2016.  
 
Para el caso de los expedientes N°2037-2012, N°3731-2014, N°3728-2014 y N°3984-2016 a la 
fecha de la revisión estaban archivados conforme al nombre reportado incorrectamente en el 
listado. 
 
 

Asesora legal N° 3:  
 
La asesora legal presentó un reporte con 164 expedientes asignados; en resultado del inventario se 
tiene lo siguiente:  
 
1. El expediente N°4231-17 no se incluyó en la lista entregada a la Auditoría General, ya que este 

había sido finalizado con la respectiva resolución; no obstante, la Sección de Remuneraciones del 
Departamento de Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos lo 
devolvió ya que la reclamante está de baja; lo que ocasionó que se debiera modificar la 
resolución. 
 

2. El expediente N°4922-2018 no fue reportado en el respectivo listado por cuanto contaba con 
resolución en firme en el Departamento de Remuneraciones y Compensaciones al momento de 
elaboración del listado; posteriormente, fue devuelta para cambiar los porcentajes de deducción 
de ley. 
 

3. El expediente N°1965-2017 no se incluyó en el reporte presentado a la Auditoría General porque, 
según indicó la asesora legal, este nace de un reclamo presentado a la resolución final del 
expediente N°6301-16 y se mantienen archivados de forma conjunta, al requerirse para la 
atención del caso N°1965-2017 la información custodiada en el expediente N°6301-16. Agrega la 
asesora que, cuando le asignaron dichos expedientes se entregaron engrapados conjuntamente, 
condición que se mantiene hasta la fecha. 
 

4. En el caso de los expedientes N°2485-18, 309-18, 439-19, 53-19, 678-2019 y 4762-18 que no se 
ubicaron en sitio, ya que se trasladaron con el proyecto de resolución a la jefatura para su revisión 
y firma, a saber:  

 

 N°2485-18, resolución 2019-524-DM del 28 de agosto de 2019. 

 N° 309-18, resolución 2019-5310-DM del 5 de setiembre del 2019. 
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 N° 439-19, resolución 2019-4669-DM del 1 de agosto de 2019. 

 N° 53-19, resolución 5861-2019-DM del 11 de octubre de 2019. 

 N° 678-2019, resolución 5239-2019 del 18 de setiembre de 2019. 

 y N° 4762-18, resolución N° 2019-5242-DM del 20 de marzo de 2019.  
 

Es importante señalar que, del traslado de los expedientes a la jefatura para la revisión del 
proyecto no se dejó registro, únicamente es posible identificar la fecha en que fue entregado, por 
cuanto según indicó la asesora legal, esta concuerda con la fecha de emisión de la respectiva 
resolución.  
 
Esta Auditoría General verificó el control de expedientes revisados de la jefatura evidenciándose 
que, efectivamente dichos expedientes fueron registrados por el Lic. Calderón Fallas, no 
obstante, en dos de los casos no se registró el número de resolución. 
 
Así mismo, se revisó la base de datos general, comprobándose que el caso N° 678-2019 no se 
encuentra registrado; para el caso N°53-19, no se muestran datos en las columnas de última 
gestión, número de resolución, ni del estado, entre otros; en el caso N°309-18 se registra una 
asesora legal que ya no es funcionaria de este Subproceso; no obstante, en la columna asunto 
se registró la siguiente información: manual de puestos  1-1-14 al 30-12-2016  ojo el 14-8-2029 
reasignado asesora legal recibio el 21-8-2019 (el 5-7-2019 presentó reclamo de pago de 
intereses moratorios). 

 
5. El expediente N°1417-19 incluido en el listado no correspondía a una gestión que se debiera 

atenderse en el Subproceso de Reclamos Administrativos, por lo que fue trasladado al 
Subproceso de Procedimientos Administrativos, según consta en el folio 6 del libro de actas que 
lleva la asesora para el registro de traslado de expedientes a otros Subprocesos. 

 
 
Asesora legal N°4:  
 
La asesora legal presentó el listado con diferentes tipos de formato, enlistando 215 expedientes 
asignados, los cuales fueron entregados en su totalidad a esta Auditoría General.  
 
 
Asesora legal N°5: 
 
La asesora legal presentó un listando con 295 expedientes asignados, los cuales fueron entregados 
en su totalidad a esta Auditoría General; no obstante, se presentaron las siguientes inconsistencias: 
 
1. En el reporte se consignó un reclamo sin número de expediente; sin embargo, en consulta a la 

base de datos general este corresponde, según el nombre del reclamante, al N°1419-2019. 
 

2. Con respecto al expediente que aparece en el reporte entregado a la Auditoría General con 
referencia al número de cédula, sin número de expediente y nombre del reclamante, se verificó en 
la base de datos general que corresponde número de expediente N°3404-2019. 

 

http://www.seguridadpublica.go.cr/


 
 

 

  

MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA 
Módulo A (Hernán Garrón Salazar) - Segundo Piso  

Complejo Policial Juan Rafael Mora Porras, frente al Liceo Castro Madriz, Barrio Córdoba  
Teléfonos: (506) 2600-4175 / 2600-4080 / Apartado Postal 4768-1000 San José 

Correo electrónico: deliot@msp.go.cr / www.seguridadpublica.go.cr 

 Página 45 de 62 
  

3. Los expedientes N°746-2019 y 747-2019 con mismo número de cédula, se consignaron en el 
reporte a nombre de reclamantes que no corresponden. 

 
Asesora legal N°6: 
 
La asesora legal presentó un reporte enlistando 598 expedientes asignados, comprobándose lo 
siguiente:  
 
1. En sitio se entregó 30 expedientes en trámite los cuales no fueron incluidos en el listado, mismos 

que fueron asignados a la funcionaria entre los años 2010 y 2019. La jefatura manifestó 
desconocer el motivo por el cual los expedientes no fueron incluidos en el listado. 

 
2. Se entregó 265 trámites en dos carpetas con número de gestión asignado, los cuales no fueron 

incluidos en el listado y corresponden a reclamos originales presentados por concepto de 
aumento anual escalonado del 1,5%, el cual según la Sentencia de Sala Segunda N° 2016-
000630, de las 09 horas 50 minutos del 22 de junio del 2016, Dictamen C-243-99 del 15 de 
diciembre de 1999, así como la opinión jurídica 022-2000 del 10 de marzo de 2000, estos dos 
últimos emitidos por la Procuraduría General de la República, no se deben cancelar; por ende, se 
les debe realizar resolución de rechazo; no obstante, la jefatura desconoce el motivo por el cual la 
funcionaria no ha realizado las respectivas resoluciones de rechazo. 
 

3. Del listado de expedientes en atención de la funcionaria, un total de 6 expedientes no fueron 
presentados a esta Instancia Fiscalizadora; a saber: Nº 2761-2010, 4176-2014, 4848-2014, 369-
2015, 4406-2015 y 1130-2016. 

 
Al respecto, el señor José Antonio Calderón Fallas, jefe del Subproceso de Reclamos 
Administrativos señaló que, para el expediente 4848-2014 la resolución 2019-5158-DM de fecha 3 
de setiembre de 2019 fue entregada a la Sección Administrativa de Correspondencia (SAC) para 
su respectiva notificación. Para el caso del expediente N°2761-2010, indicó que posiblemente se 
hubiera acumulado con el expediente N°4785-2010, el cual fue remitido al Archivo Central para la 
custodia respectiva; sin embargo, a la fecha del presente informe no se presentó a esta Auditoría 
General información que comprobara lo antes comentado. 
 
Por otra parte, en lo que respecta a los expedientes N°4176-2014, 369-2015, 4406-2015 y 1130-
2016, a pesar de que se nos indicó que los iban a ubicar, a la fecha de este informe no se nos ha 
comunicado el resultado de dicha búsqueda.   

 
4. El listado presentado a la Auditoría General evidenció las siguientes inconsistencias: expediente 

N°1056-2015, se omitió consignar el primer apellido registrando en su lugar la expresión “2 más”; 
expedientes N°2188-2017, N°710-2018, N°2140-2010, N°200-2015, N°3088-2013 y N°2128-2017, 
se evidenciaron inconstancias en los nombres y/o apellidos de los reclamantes.  
 

Consideraciones generales: 
 
De la información anterior, se tiene que se entregaron en sitio 360 casos más de los reportados por 
los asesores legales en los diferentes listados, totalizando según los reportes 2649 casos e 
inventariando un total de 3009, es decir un 11,94% del total de casos inventariados no fueron 
incluidos en los listados, según se detalla seguidamente: 
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               Tabla 2 
                Resultados del inventario  

Asesor Legal 
Casos 

reportados 
Casos 

inventariados 
Diferencia 

% casos por asesor 
según inventario 

Asesor legal N° 1 698 716 18 23,80% 

Asesora legal N° 2 679 729 50 24,23% 

Asesora legal N° 3 164 167 3 5,55% 

Asesora legal N° 4 215 215 0 7,15% 

Asesora legal N° 5 295 295 0 9,80% 

Asesora legal N° 6 598 887 289 29,48% 

Total 2649 3009 360 100,00% 
 

                          Fuente: reportes de los asesores legales e inventario practicado. 
 

Las situaciones expuestas evidencian debilidades de control y supervisión en el manejo de los 
expedientes, generando registros carentes de confiabilidad y oportunidad que impiden a la 
Administración evidenciar lo actuado, conservar el valor probatorio del expediente, la rendición de 
cuentas, asegurar la transparencia administrativa y tomar decisiones; afectándose así los derechos o 
intereses de los particulares; en el caso en cuestión de los reclamantes; según lo señala la norma 5.1 
de la Norma Técnica Nacional – 001 Lineamientos para la conformación del expediente administrativo 
emitida por  la Junta Administrativa del Archivo. 
 
Así mismo, es preocupante que el Subproceso de Reclamos Administrativos no tuviera la debida 
diligencia en la información suministrada a este Órgano Fiscalizador, en cuanto a los casos asignados 
a los asesores legales; situación que pudo ser prevenida, de atenderse lo establecido en la circular 
MSP-DM-AJ-5441-2018-AJ ya mencionada, respecto al uso de un único formato para el control de los 
casos como se señala en el citado oficio, con el propósito de mantener uniformidad al respecto, a los 
afectos de atender cualquier consulta o estudio que se requiera y ejercer el debido control y 
seguimiento por parte de las jefaturas; sin embargo, como se expuso en el apartado k) del presente 
informe, no fue atendida.  
 
Estos incumplimientos, son contrarios a lo establecido en los artículos 8 de la Ley General de Control 
Interno que estable los objetivos del sistema de control interno, su artículo 15 inciso b) apartado iv y la 
norma 5.6 ya mencionados, así como la norma 1.5 de las Normas de Control Interno para el Sector 
Público, que establece: 
 

“1.5 Responsabilidad de los funcionarios sobre el sistema el SCI  
De conformidad con las responsabilidades que competen a cada puesto de trabajo, 
los funcionarios de la institución deben, de manera oportuna, efectiva y con 
observancia a las regulaciones aplicables, realizar las acciones pertinentes y atender 
los requerimientos para el debido diseño, implantación, operación, y fortalecimiento de 
los distintos componentes funcionales del SCI”.  
 

Por otro lado, se evidenció una disparidad en la cantidad de casos que cada asesor legal tiene en 
trámite; la cual según comentó el Lic. José Antonio Calderón Fallas no obedece a la asignación de 
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más o menos expedientes, sino a la experiencia y desempeño de cada asesor legal, así como a la 
celeridad con que las instancias respondan a los requerimientos de información.  
 
Es importante indicar que la asesora legal N°6 se encuentra incapacitada desde el mes de setiembre 
de 2019; periodo en el que no se le han asignado reclamos y según el Lic. Calderón Fallas sus casos 
fueron asignados a dos nuevos asesores que ingresaron este año, en sustitución de dos funcionarios 
que dejaron de laborar para el Ministerio. 
 
Aunado a lo anterior, se realizó un análisis de la antigüedad de los casos asignados a cada asesor 
legal, de acuerdo con los datos proporcionados por cada uno de ellos, obteniéndose los siguientes 
resultados: 

 
Tabla 3 
Expedientes en trámite por asesor legal al mes de agosto de 2019. 

Asesor 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019
Sin 

año
Total

Asesor legal N° 1 126 12 31 28 36 104 106 163 83 9 698

Asesora legal N° 2 79 3 43 16 75 52 191 69 113 38 679

Asesora legal N° 3 2 2 5 31 97 27 164

Asesora legal N° 4 10 1 6 10 6 9 21 35 70 47 215

Asesora legal N° 5 1 1 98 4 12 14 165 295

Asesora legal N° 6 61 9 14 22 69 93 78 147 95 9 1 598

Total 277 25 94 77 188 358 405 457 472 295 1 2649

Total 10,46% 0,94% 3,55% 2,91% 7,10% 13,51% 15,29% 17,25% 17,82% 11,14% 0,04% 100,00%

Año

88,83%  
                                                                                                     
Fuente: Listado presentado por cada asesor legal.  
 

De la tabla anterior, se desprende que del total de 2649 casos pendientes de atender 
aproximadamente un 88,83% (2353), tenían al menos 8 meses en trámite al inicio de nuestro estudio, 
situación que no puede este Órgano Fiscalizador dejar de poner en manifiesto, al resultar 
inconcebible que se tenga gestiones pendientes de atender desde el año 2010 y consecuentemente, 
reclamantes con al menos 9 años de estar en espera de una respuesta por parte del Subproceso de 
Reclamos Administrativos. 
 
En concordancia con lo expuesto, conoció esta Instancia Fiscalizadora que mediante acta N°51-2020-
A.J. del 28 de julio de 2020 en cumplimiento a las actividades de control interno, el Lic. Calderón 
Fallas solicitó a los asesores legales presentar un plan remedial que incluyera una propuesta para 
atender los casos más antiguos; no obstante, no se ha podido cumplir aduciendo problemas del 
presupuesto.  
 
De lo anterior se tiene que, la Administración está llamada a través del acto administrativo a alcanzar 
los fines públicos, al menor costo, de la forma más expedita y con el máximo aprovechamiento de los 
recursos públicos; lo cual en el caso en mención no ha sido atendido, por cuanto pese a alegar 
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inconvenientes por el aspecto presupuestario, se conoció por parte de la Sección de Análisis y 
Seguimiento Presupuestario que el Subproceso de Reclamos Administrativos solicitó reservas de  
contenido económico sin remitir, posteriormente, la respectiva resolución administrativa en el sistema 
Onbase, lo que ocasionó que se reasignara el contenido económico, para el año siguiente.  
 
Sobre el mismo tema, constató este Órgano Fiscalizador la existencia de reclamos administrativos 
donde la única gestión que consta en el expediente es el recibido; tales como: 
 

 Reclamo N°6486-2015, recibido el 10 de noviembre de 2015. 

 El caso Nº 7180-2016, presentado el 4 de marzo de 2015. 

 El caso N° 5869-2015 de fecha 15 de noviembre de 2015. 

 Reclamo N° 4166-2014 recibido el 10 de noviembre del 2014.  
 

Así mismo, como ya se indicó, se comprobó expedientes con solicitud de información a otras 
instancias realizadas en los años 2012, 2013 y 2018, sin que conste el seguimiento por parte del 
Subproceso de Reclamos Administrativos a las respuestas pendientes. 
 
Dadas las situaciones en comentario, es conveniente recordar al Subproceso que, si bien existe 
limitación en el aspecto presupuestario, las actividades para atender un reclamo administrativo no se 
limitan a la solicitud del contenido económico, lo que queda demostrado en lo expuesto 
anteriormente; por tanto, podría realizar otras tareas ajenas al presupuesto materializando así su 
compromiso con el plan remedial. 
 
Este tipo de debilidades contravienen, los artículos 225 de la Ley General de la Administración 
Pública, en su apartado primero y segundo, 12 incisos a) y b) de la Ley General de Control Interno, 
así como el 39 del mismo cuerpo normativo, que establece: 
 

“Artículo 39.- Causales de responsabilidad administrativa. El jerarca y los titulares 
subordinados incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, 
si incumplen injustificadamente los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio de 
otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios.  
El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos incurrirán en 
responsabilidad administrativa, cuando debiliten con sus acciones el sistema de 
control interno u omitan las actuaciones necesarias para establecerlo, mantenerlo, 
perfeccionarlo y evaluarlo, según la normativa técnica aplicable. 

                      … 
Igualmente, cabrá responsabilidad administrativa contra los funcionarios públicos que 
injustificadamente incumplan los deberes y las funciones que en materia de control 
interno les asigne el jerarca o el titular subordinado, incluso las acciones para 
instaurar las recomendaciones emitidas por la auditoría interna, sin perjuicio de las 
responsabilidades que les puedan ser imputadas civil y penalmente”. 
 
 

Así mismo, es importante señalar el incumplimiento al articulo 9 inciso e) del Reglamento Autónomo 
de Servicios del Ministerio que establece entre las obligaciones de los jefes inmediatos, el estar 
atentos a que sus subalternos ejecuten en debida forma el trabajo que les ha sido asignado y tomar 
las medidas pertinentes para que las labores se efectúen eficientemente y sin retrasos injustificados. 
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Finalmente, debe la Administración dejar de ser permisiva con los aspectos que se han expuesto en 
este informe y que han contribuido a que la situación mencionada se vislumbre en una problemática 
con efectos lesivos e irreversibles de no tomarse, a nivel institucional y de forma integral, las medidas 
contundentes que permitan sobrevenir la atención de los reclamos administrativos rezagados por 
años y las gestiones administrativas de oficio que emergen en proporciones alarmantes.  
 

 
II. CONCLUSIONES 

 
2.1 El Subproceso de Reclamos Administrativos no tiene procedimientos establecidos para los 

procesos de pago de diferencias salariales por la implementación de la segunda etapa del 
Manual de Clases Policiales y para la atención de las gestiones administrativas de oficio, 
además el manual de procedimientos existente no cuenta con protocolos ni formularios.  
 

2.2 El Subproceso de Reclamos Administrativos carece de un manual de inducción para 
funcionarios de nuevo ingreso. 

 
2.3 Se determinó que el Subproceso de Reclamos Administrativos no tiene debidamente 

documentada la obligación de los funcionarios de actuar con independencia y confidencialidad 
en la atención de los reclamos administrativos o gestiones administrativas de oficio.  
 

2.4 Se determinó que no está claramente establecido si el Subproceso debe, o no, atender los 
reclamos administrativos o pagos de oficio que correspondan a sus funcionarios. 
 

2.5 El Subproceso de Reclamos Administrativos no incluyó indicadores de gestión en el Plan 
Anual Operativo para los años 2019 y 2020. 
 

2.6 El Subproceso de Reclamos Administrativos no ha definido plazos para la atención de cada 
una de las actividades que realiza en el proceso de atención de los reclamos y las gestiones 
administrativas de oficio. 
 

2.7 El Subproceso de Reclamos Administrativos no tiene establecidos formalmente los 
lineamientos para el archivo de los expedientes administrativos y de los documentos que lo 
conforman; tanto para los documentos que se generan en dicha instancia como los que son 
recibidos de otras dependencias. 
 

2.8 Se comprobó que el Subproceso carece de un proceso formal para reasignar casos entre los 
asesores legales y para el traslado de expedientes a otros Subprocesos de la Asesoría 
Jurídica.  

 
2.9 El Subproceso de Reclamos Administrativos incumple lo establecido en los procedimientos 

códigos PT-A-AJ-RA-01, PT-A-AJ-RA-02 y PT-A-AJ-RA-03, respecto a la recepción de los 
reclamos administrativos en la ventanilla de la Asesoría Jurídica.  
 

2.10 Se determinó que la base de datos de correspondencia de la Asesoría Jurídica denominada 
“Control de correspondencia Asesoría Jurídica” está incompleta y presenta deficiencias en el 
orden cronológico de los registros. 
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2.11 Se determinó que la asignación de los expedientes a los abogados del Subproceso de 
Reclamos Administrativos la realiza la secretaria, pese a ser responsabilidad de la jefatura. 
 

2.12 Se constató que el libro de actas utilizado en el Subproceso para la asignación de expedientes 
a los asesores legales incumple su objetivo de control. 
 

2.13 El Subproceso de Reclamos Administrativos no cuenta con un consecutivo numérico propio 
para la asignación de los casos, lo cual limita la identificación y control de la totalidad de los 
expedientes gestionados. 
 

2.14 Se determinó solicitudes de información requeridas ante los departamentos de 
Remuneraciones y Compensaciones y Análisis Ocupacional, ambas de la Dirección de 
Recursos, que contenían información duplicada, incompleta y/o errónea. 
 

2.15 La matriz para la solicitud de contenido económico implementada por la Sección de Análisis y 
Seguimiento Presupuestario del Departamento de Remuneraciones y Compensaciones de la 
Dirección de Recursos Humanos, fue comunicada y su uso instruido a los asesores legales del 
Subproceso de Reclamos Administrativos, mediante mensaje de audio por parte de la jefatura.  
 

2.16 Según el STAP-00069-2012 emitido el día 16 de enero de 2012 por la Secretaría Técnica de 
la Autoridad Presupuestaria del Ministerio de Hacienda, el pago del incentivo de Alto Riesgo 
corresponde los funcionarios de la Guarda Civil y de la Guardia de Asistencia Rural. 
 

2.17 A pesar de lo señalado en el STAP-00069-2012, para la atención de los reclamos por Alto 
Riesgo de funcionarios de la Policía de Fronteras, el Servicio de Vigilancia Aérea y el Servicio 
Nacional de Guardacostas, el Subproceso de Reclamos Administrativos consulta a la Sección 
de Incentivos y Beneficios, para cada caso en particular, si el reclamante está afecto o no al 
pago.  

 
2.18 Se determinó que el Departamento de Análisis Ocupacional de la Dirección de Recursos 

Humanos tiene pendiente de atender 655 solicitudes de información requeridas por el 
Subproceso de Reclamos Administrativos.  
 

2.19 Se constató que la Sección de Remuneraciones del Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos, tiene pendiente de atender 
aproximadamente 400 solicitudes de cálculos por la implementación del Manual de Puestos, 
sin precisar los demás conceptos.  
 

2.20 Se determinó que el Subproceso de Reclamos Administrativos no da seguimiento a las 
solicitudes de información remitidas a otras instancias, en atención de los reclamos 
administrativos y gestiones administrativas de oficio. 
 

2.21 La implementación de las gestiones administrativas de oficio se estableció sin contar con una 
planificación que permitiera definir plazos de entrega, seguimiento y presupuestación. 
 

2.22 La Administración presupuesta el recurso económico para cancelar los reclamos y las 
gestiones administrativas de oficio sin conocer ni considerar el monto real pendiente a 
cancelar. 
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2.23 El Subproceso de Reclamos Administrativos no conoce ni controla el monto total adeudado 

por los diferentes reclamos administrativos, monto que nunca han sido solicitados ni 
informados a los diferentes programas presupuestarios ni a la Sección de Análisis Control 
Presupuestario del Departamento de Remuneraciones y Compensaciones. 
 

2.24 El acuerdo tomado entre el Subproceso de Reclamos Administrativos, el Departamento de 
Remuneraciones y Compensaciones y su Sección de Análisis y Seguimiento Presupuestario, 
referente a no realizar solicitudes de contenidos presupuestarios con el fin de atender los 
casos que estaban pendientes de trámite, no fue formalmente respaldado. 
 

2.25 El Subproceso de Reclamos Administrativos no controla las solicitudes de asignación de 
contenido presupuestario solicitadas, asignadas ni validadas por la Sección de Análisis y 
Contenido Presupuestario del Departamento de Remuneraciones y Compensaciones. 
 

2.26 El Subproceso de Reclamos Administrativos carece de un control que respalde la entrega y 
recibido de los borradores de los proyectos de resolución administrativa y los expedientes 
respectivos, para la revisión por parte de la jefatura. 
 

2.27 La base de datos de revisión de resoluciones presenta deficiencias de formato y de gestión, 
incumpliendo el objetivo de control para el cual fue creado.  
 

2.28 Se determinó que una secretaria y un oficinista del Subproceso de Reclamos Administrativos 
elaboraron resoluciones administrativas. 

 
2.29 El Subproceso de Reclamos Administrativos no da seguimiento a la información solicitada a 

otras instancias ni a la resolución administrativa una vez registrada en el sistema Onbase, por 
lo que no consta en ningún control ni en el expediente el acto que garantiza la conclusión del 
debido proceso. 
 

2.30 La Asesoría Jurídica y su Subproceso de Reclamos Administrativos no han determinado 
formalmente si la figura de transacciones continúa representando ventajas a la Administración, 
a efecto de determinar si es oportuno emprender las acciones internas y externas necesarias 
para reactivarla.  
 

2.31 Se determinó que la jefatura del Subproceso de Reclamos Administrativos carece de 
planificación, seguimiento y control de las funciones realizadas mediante la modalidad de 
teletrabajo. 
 

2.32 La jefatura del Subproceso de Reclamos Administrativos negó, a esta Auditoría General, 
convocar a un funcionario que se encontraba en su día teletrabajable. 
 

2.33 Se determinó que el indicador de eficacia establecido para la modalidad de teletrabajo en el 
Subproceso de Reclamos Administrativos no es práctico, independiente ni verificable; carece 
de controles que comprueben el cumplimiento de cada uno de sus componentes y no es del 
conocimiento de la jefatura del Subproceso. 
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2.34 Se determinó que, pese a la insatisfacción por parte de la jefatura del Subproceso de 
Reclamos Administrativos respecto a las gestiones atendidas mediante la modalidad de 
teletrabajo, no estableció indicadores de gestión de calidad. 
 

2.35 La base de datos general utilizada por el Subproceso de Reclamos Administrativos para el 
registro y control de los reclamos administrativos, incumple con las condiciones que garanticen 
la confiabilidad y oportunidad de su información. 

 
2.36 Se determinó que el Asesor Jurídico no solicita al Subproceso de Reclamos Administrativos 

informes por escrito sobre el estado de los reclamos administrativos y gestiones 
administrativas de oficio ni la jefatura del Subproceso se lo comunica formalmente, 
incumpliendo el artículo 9 del Reglamento Autónomo de Servicios del Ministerio de Seguridad 
Pública N° 24896-SP. 
 

2.37 La base de datos utilizada por cada uno de los asesores legales para el registro y control de 
los reclamos administrativos y las gestiones administrativas de oficio incumple el formato 
establecido en la Circular MSP-DM-AJ-5441-2018-AJ de fecha 6 de junio del 2018 suscrita por 
los licenciados José Jeiner Villalobos Steller y Adolfo Meneses Soto, Asesor Jurídico y 
Subjefe, respectivamente.  
 

2.38 Los formatos de los reportes remitidos a esta Auditoría General con la información de los 
reclamos asignados a cada asesor legal carecen de uniformidad, sumado a que utilizaron 
diferentes criterios para determinar los expedientes a reportar. 
 

2.39 En la toma del inventario de expedientes no se entregaron los siguientes: N° 2761-10, 4176-
2014, 4848-2014, 369-2015, 4406-2015 y 1130-2016. 
 

2.40 En la toma del inventario los asesores legales entregaron 360 casos que no fueron reportados 
en los listados entregados a esta Auditoría General, evidenciándose que los registros carecen 
de confiabilidad y oportunidad afectándose la toma de decisiones y rendición de cuentas. 
 

2.41 Se determinó que el Subproceso de Reclamos Administrativos tiene reclamos pendientes de 
atender desde el año 2010, por lo que se propuso un plan remedial para atender este rezago; 
sin embargo, este se ha incumplido. 

 
 

III. RECOMENDACIONES 
 

Para colaborar con la Administración en el fortalecimiento del control interno institucional, se 
recomienda a ese Despacho, ordenar el cumplimiento de las siguientes acciones: 
 
3.1 Al Lic. José Jeiner Villalobos Steller, Asesor Jurídico. 
 
a)  Coordinar con la Lcda. Yanil Solano Obregón, Jefe Oficina de Planificación Institucional, la 

definición de un cronograma de actividades y su debido cumplimiento para las siguientes 
acciones:  

 
a.1) Actualizar o modificar según corresponda, el Manual de Procedimientos de la Asesoría Jurídica 
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que contiene los procedimientos del Subproceso de Reclamos Administrativos, de manera que 
considere todos los procedimientos y actividades realizadas por el Subproceso e incorpore los 
protocolos (directrices y lineamientos) y formularios establecidos en atención al presente informe, 
según los lineamientos establecidos en el oficio MSP-DM-OPI-151-2020 del 5 de agosto de 2020 
de la Oficina de Planificación Institucional y la Circular MSP-DM-OPI-202-2020 de fecha 20 de 
octubre de 2020, denominada “Guía Técnica para el Control Documental de los Procesos y 
Procedimientos”. 

 
a.2) Definir la propuesta de indicadores de gestión que se consideren pertinentes para el Subproceso 

de Reclamos Administrativos, según la “Guía Metodológica para la Formulación, Reprogramación 
y Seguimiento de los Planes Anuales Operativos”.  

 
Para las anteriores recomendaciones se solicita que, en un lapso de 45 días hábiles, se informe 
las acciones a realizar para su cumplimiento. 

 
b) Documentar y divulgar la obligación de los funcionarios de actuar con independencia y 

confidencialidad en la atención de los trámites, así como las implicaciones que conlleva el uso, 
divulgación o modificación no autorizada de la información recibida y/o generada. 

 
c) Definir en coordinación con la Dirección de Recursos Humanos la instancia que debe atender los 

reclamos y gestiones administrativas de oficio que correspondan a los funcionarios destacados 
en el Subproceso de Reclamos Administrativos. 

 
Para las recomendaciones anteriores se solicita que, en un lapso de 30 días hábiles, se informe, 
las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
d) Ordenar al jefe del Subproceso de Reclamos Administración que la recepción de los reclamos 

administrativos, gestiones administras de oficio y de documentos relativos, se realice únicamente 
a través de la ventanilla de la Asesoría Jurídica. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de días 10 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
e) Emitir y divulgar los lineamientos sobre el registro y uso correcto del Control de correspondencia 

de la Asesoría Jurídica, estableciendo la obligatoriedad de realizar respaldos periódicos de la 
información.  

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de días 30 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
f) Establecer un consecutivo de casos específico para el Subproceso de Reclamos Administrativos, 

con el objetivo de implementar los controles internos adecuados para la asignación de los casos 
y contar con información veraz y oportuna. 

 
Para el cumplimiento de las recomendaciones anteriores, se solicita que, en un lapso de días 10 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 
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g) Ordenar al Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe del Subproceso de Reclamos Administrativos, 

que elimine la práctica de asignar a los colaboradores funciones distintas a las del puesto y clase 
en que se encuentran nombrados, en cumplimiento de lo establecido en la Circular MSP-DM-68-
2019 del 9 de enero de 2019 suscrita por el Ministro, Michael Soto Rojas.  

 
       Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de días 10 

hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 
h) Definir con el Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe del Subproceso de Reclamos 

Administrativos si la figura de transacciones representa ventajas a la Administración, con el 
objetivo de realizar las gestiones respectivas para reactivarla. 

 
       Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 45 días 

hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 
i) Instruir al Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe del Subproceso de Reclamos Administrativos, 

respecto a los alcances de la aplicación de la relación laboral en el caso de los funcionarios que 
se encuentran bajo el contrato de modalidad de teletrabajo, contemplando aspectos tales como 
presentarse a la oficina cuando la jefatura así lo requiera; según lo estipulado Reglamento para 
implementar la modalidad de teletrabajo en el Ministerio de Seguridad Pública y en la Circular 
MSP-DM-DVA-DGAF-CTT-113-2019 de fecha 17 de diciembre de 2019; emitida por el otrora 
presidente de la Comisión Institucional de Teletrabajo. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 10 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

j) Solicitar informes, por escrito y de forma periódica, sobre la gestión de los reclamos 
administrativos y gestiones administrativas de oficio a la jefatura del Subproceso de Reclamos 
Administrativos, con el objetivo de analizar y evaluar las labores realizadas para la toma de 
decisiones. 
 
Para la anterior recomendación se solicita que, en un lapso de 15 días hábiles, se informe las 
acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

k) Tomar las acciones que en derecho correspondan respecto a los expedientes N°2761-2010, 
4176-2014, 4848-2014, 369-2015, 4406-2015 y 1130-2016 que no fueron localizados durante el 
desarrollo de esta auditoría, a efecto de retomar la atención correspondiente en cada uno de los 
casos y establecer las responsabilidades respectivas. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 60 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

l) Girar instrucciones al Lic. José Antonio Calderón Fallas, jefe del Subproceso de Reclamos 
Administrativos, para el cumplimiento de las siguientes recomendaciones: 

 
l.1  Elaborar e implementar un manual de inducción para el personal del Subproceso de Reclamos 

Administrativos, con el objetivo de brindar al nuevo colaborador una efectiva orientación sobre las 
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funciones del puesto a desempeñar, respaldándose mediante su firma de recibida. 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 70 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.2   Establecer los plazos de atención de los reclamos administrativos y las gestiones administrativas 

de oficio, previo análisis del plazo de atención en cada una de las actividades involucradas; en 
acatamiento de los artículos 225 y 269 de la Ley General de la Administración Pública.  

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 90 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.3  Diseñar e implementar en cada expediente una hoja de control con el nombre del funcionario 

responsable del caso, con el objetivo de documentar las gestiones realizadas en la atención del 
trámite y/o anotaciones importantes de evidenciar. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 30 días 
hábiles, se informe a ese Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.4   Establecer y divulgar los lineamientos que deberán observarse en la creación y mantenimiento de 

los archivos de gestión, incluyendo al menos: 

 Ordenación de los expedientes que custodian los abogados, sea alfabético, cronológico 
y/o numérico. 

 Nomenclatura que debe indicarse en los expedientes. 

 Conformación de los expedientes en estricto orden cronológico, con su respectiva 
foliatura, incorporándose en este orden todas las gestiones del trámite.  

 Uso del auto de acumulación y su registro en los diferentes controles. 

 Instrumentos de rotulación que permitan localizar la información en los archivos. 

 Y cualquier otra disposición técnica de acuerdo con lo establecido en los Lineamientos 
para la Conformación del Expediente Administrativo, emitido por la Junta Administrativa 
del Archivo Nacional. 
 

Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 40 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.5  Gestionar los reclamos administrativos contenidos en los siguientes expedientes, dada su larga 

data y ausencia de gestión: N°1258-2016, N°545-2018, N°2520-2017 y N°2511-2017. 
 

Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 15 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.6   Separar el archivo de las gestiones presentadas por el reclamante contenidas en los expedientes 

N°3904-2017 y N°3903-2017, dado que corresponden a diferentes conceptos.  
 

Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 10 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.7  Coordinar con el Departamento de Archivo Central de la Dirección General Administrativa y 
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Financiera capacitación sobre archivos de gestión, funciones archivísticas y normativa legal, para 
todos los funcionarios del Subproceso, con el objetivo de propiciar una debida gestión 
documental mediante la que se ejerza control, se almacene y se recupere la información de 
manera oportuna y eficiente y de conformidad con las necesidades del Subproceso. 

 
l.8  Coordinar con el Departamento de Archivo Central de la Dirección General Administrativa y 

Financiera una asesoría técnica que le permita al Subproceso de Reclamos Administrativos 
aplicar en su archivo de gestión las políticas archivísticas implementadas por la Junta 
Administrativa del Archivo Nacional. 

 
Para el cumplimiento de las recomendaciones anteriores, se solicita que, en un lapso de 30 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.9   Asignar los reclamos administrativos para la atención de los abogados, en cumplimiento de lo 

estipulado en el Manual de clases anchas del Régimen del Servicio Civil para la clase Profesional 
Jefe de Servicio Civil 1 y en los procedimientos del Subproceso de Reclamos Administrativos 
códigos PT-A-AJ-RA-01, PT-A-AJ-RA-02 y PT-A-AJ-RA-03, contenidos en el Manual de 
Procedimientos de la Asesoría Jurídica. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 10 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.10 Emitir y divulgar lineamientos sobre el registro y uso correcto del consecutivo de casos, con el                     

objetivo de evitar que se continúen presentando las situaciones comentadas en este informe.  
 

Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 20 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.11 Establecer para la atención de los reclamos, el mecanismo de control que prevenga la duplicidad 

de solicitudes de información a las diferentes instancias de la Dirección de Recursos Humanos. 
 

Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 30 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.12 Instruir a los asesores legales sobre la información requerida por parte de las diferentes 

instancias de la Dirección de Recursos Humanos, según el tipo de reclamo, con el objetivo de 
que estos contengan la información suficiente y pertinente que permita su oportuna gestión, en 
cumplimiento de lo estipulado en los artículos 225 y 269 de la Ley General de la Administración 
Pública. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 20 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.13 Divulgar, formalmente, los lineamientos de uso de la matriz de solicitudes de contenido 

económico emitida por la Sección de Análisis y Seguimiento Presupuestario de Departamento de 
Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 15 días 
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hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

l.14  Coordinar con la Sección de Incentivos y Beneficios del Departamento de Remuneraciones y 
Compensaciones de la Dirección de Recursos la pertinencia de formular un criterio técnico 
general que respalde la emisión de la Resolución sin lugar para los reclamos por Alto Riesgo 
presentados por los funcionarios de la Policía de Fronteras, Servicio de Vigilancia Aérea y 
Servicio Nacional de Guardacostas. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 60 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.15 Diseñar en conjunto con las diferentes instancias de la Dirección de Recursos Humanos que 

intervienen en el proceso de atención de los reclamos y gestiones administrativas de oficio, los 
mecanismos y/o formularios que le permitan al Subproceso de Reclamos Administrativos 
conocer, oportunamente, el estado de los trámites gestionados; desde el inicio de su tramitación 
hasta la ejecución del pago. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 120 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.16 Implementar un mecanismo de control que permita contabilizar el monto adeudado 

correspondiente a los reclamos administrativos y gestiones administrativas de oficio que no 
tienen presupuesto asignado, con el objetivo de remitir a los diferentes programas 
presupuestarios y a la Sección de Análisis y Control Presupuestario del Departamento de 
Remuneraciones y Compensaciones de la Dirección de Recursos Humanos para la formulación 
del Anteproyecto de Presupuesto Institucional.  

 
Para el cumplimiento de las recomendaciones anteriores, se solicita que, en un lapso de 60 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.17 Implementar un mecanismo de control que permita evidenciar y dar seguimiento a los acuerdos 

tomados entre el Subproceso de Reclamos Administrativos, el Departamento de 
Remuneraciones y Compensaciones y la Sección de Análisis y Seguimiento Presupuestario, 
según lo establecido en el artículo 15 inciso b) apartado iii) de la Ley General de Control Interno. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 20 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.18 Establecer un mecanismo de control que permita conocer el estado procesal de las solicitudes de 

contenido presupuestario (sea solicitada, asignada o validada) gestionadas ante la Sección de 
Análisis y Seguimiento Presupuestario del Departamento de Remuneraciones y Compensaciones 
de la Dirección de Recursos Humanos; con el objetivo de darle seguimiento a las actividades que 
debe realizar el Subproceso de Reclamos Administrativos, en cumplimiento de lo establecido en 
los artículos 225 y 269 de la Ley General de la Administración Pública. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 60 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 
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l.19 Establecer un mecanismo de control que respalde la entrega de los proyectos de resolución y su 
respectivo expediente por parte del asesor legal y el recibido correspondiente por parte de la 
jefatura del Subproceso de Reclamos Administrativos, así como de los expedientes trasladados a 
otros subprocesos de la Asesoría Jurídica. 

 
Para el cumplimiento de las recomendaciones anteriores, se solicita que, en un lapso de 15 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.20 Identificar e implementar, en la base de datos de revisión de resoluciones, las mejoras que 

permitan registrar, controlar y supervisar los proyectos de resolución administrativas emitidas por 
los asesores legales, de manera que quede se evidencie las acciones ejecutadas durante todo el 
proceso de revisión. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 30 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.21 Solicitar a la Lcda. Lys Espinoza Quesada, Directora de Recursos Humanos acceso al perfil de 

consulta del sistema Integrado de Recursos Humanos Planillas y Pagos (INTEGRA), con el 
objetivo de verificar el efectivo pago de los reclamos administrativos y las gestiones 
administrativas de oficio y realizar el debido respaldo en el expediente administrativo. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 10 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.22 Establecer un mecanismo de control que permita conocer el detalle del pago de las gestiones 

atendidas por parte de la Dirección Financiera de la Dirección General Administrativa y 
Financiera y realizar el debido respaldo en el expediente administrativo. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 60 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.23 Implementar un mecanismo de control de las tareas realizadas por parte de los asesores legales, 

sea presencial o modalidad teletrabajo, incluyendo nombre y firma del funcionario (hecho por) y 
de la jefatura (revisado por) estableciendo la periodicidad de envío, según lo estipulado en el 
artículo 9, inciso e) del Reglamento Autónomo de Servicios del Ministerio de Seguridad Pública. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 15 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
l.24 Establecer para la modalidad de teletrabajo, en coordinación con la Comisión Institucional de 

Teletrabajo y la Oficina de Planificación Institucional, el o los indicadores de gestión de eficacia; 
que midan producción intermedia y los de calidad; que permitan evaluar las resoluciones emitidas 
mediante la modalidad de teletrabajo, estableciéndose los respaldos de sus componentes, según 
lo estipulado en el artículo 20 del Reglamento para implementar la modalidad de teletrabajo en el 
Ministerio de Seguridad Pública. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 120 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 
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l.25   Identificar e implementar las mejoras en el formato de la base de datos general de los reclamos 
administrativos, que permitan perfeccionarla y adecuarla a las necesidades de control, acceso e 
información que requieran los diferentes usuarios; aunado a contar información confiable, 
oportuna y útil considerándose, entre otros, los aspectos expuestos en el presente informe, en 
cumplimiento de las normas 4.1 y 5.6 de las Normas de Control Interno para el Sector Público. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 45 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

l.26   Levantar el inventario de los expedientes recibidos desde el año 2010 y hasta la fecha de recibo 
del presente informe, con el objetivo de actualizar la información de la base de general, así 
como establecer un plan remedial, para la atención de los casos pendientes, seguimiento a las 
solicitudes de información pendientes de atender por las diferentes instancias de la Dirección de 
Recursos Humanos, seguimiento a  las solicitudes de contenido presupuestario, así como la 
corrección de la papelería sin archivar o mal archivada, documentos sueltos o pegados con 
grapas en la portada, sin foliar, foliados a lápiz y la ordenación de los expedientes que 
custodian los abogados. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 180 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

l.27   Realizar verificaciones ocasionales personalizadas, que permitan supervisar periódicamente los 
registros en la base de datos general, en la base de datos de los abogados y en el inventario, a 
efecto de adoptar las medidas correctivas ante cualquier evidencia de desviación o 
irregularidad, en cumplimiento de lo señalado en la Circular MSP-DM-AJ-5441-2018-AJ del 6 de 
junio de 2018 suscrita por los Licenciados José Jeinner Villalobos Steller, Asesor Jurídico y 
Adolfo Meneses Soto, Subjefe. 
 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 30 días 
hábiles, se informe las acciones a implementar para su cumplimiento. 

 
l.28   Ordenar a los funcionarios del Subproceso de Reclamos Administrativos el uso del formato para 

control de los casos, establecido en la Circular MSP-DM-AJ-5441-2018-AJ de fecha 6 de junio 
del 2018 suscrita por el Lic. José Jeinner Villalobos Steller, Asesor Jurídico y Adolfo Meneses 
Soto, Subjefe, con el objetivo de identificar, oportunamente, la cantidad y estado de los 
reclamos o gestiones administrativas de oficio, así como contabilizar los expedientes por 
concepto, estado y año, entre otros. 

 
Para el cumplimiento de las recomendaciones anteriores, se solicita que, en un lapso de 15 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 
 

l.29   Realizar el proyecto de resolución administrativa sin lugar para los 265 reclamos administrativos 
por concepto del aumento anual escalonado del 1,5%, en cumplimiento de la Sentencia de Sala 
Segunda N° 2016-000630, dictamen C-243-99 del 15 de diciembre de 1999 y opinión jurídica 
022-2000 emitidos por la Procuraduría General de la República.  
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Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 45 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

3.2   Al Ing. Randall Vega Blanco, Viceministro Administrativo y Financiero. 
 

Girar instrucciones a la Lcda. Carolina Castro del Castillo, Directora General Administrativa y 
Financiera, para que ordene lo siguiente: 

 
3.2.1 A la Lcda. Lys Espinoza Quesada, Directora Recursos Humanos el cumplimiento de las 

siguientes recomendaciones:  
 
a) Definir en coordinación con la Asesoría Jurídica la instancia que debe atender los reclamos y 

gestiones administrativas de oficio que correspondan a los funcionarios destacados en el 
Subproceso de Reclamos Administrativos. 
 
Para la recomendación anterior se solicita que, en un lapso de 30 días hábiles, se informe a ese 
Despacho, las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
b) Ordenar a la Lcda. Patricia Hernández Arce, Jefe del Departamento de Remuneraciones y 

Compensaciones el cumplimiento de las siguientes recomendaciones: 
 

b.1 Ordenar a la Lcda. Heleen Villalta Arroyo, Jefe de la Sección de Incentivos y Beneficios, 
coordinar con el Lic. José Antonio Calderón Fallas, Jefe del Subproceso de Reclamos 
Administrativos la pertinencia de formular un criterio técnico general que respalde la emisión de 
la Resolución sin lugar para los reclamos por Alto Riesgo presentados por los funcionarios de la 
Policía de Fronteras, Servicio de Vigilancia Aérea y Servicio Nacional de Guardacostas. 

        
b.2 Ordenar a la Lcda. Marilyn Quesada Portugués, coordinadora de la Sección de 

Remuneraciones, determinar la cantidad de solicitudes de información emitidas por el 
Subproceso de Reclamos Administrativos pendientes de atender y establecer un cronograma 
de atención. 

 
Para el cumplimiento de las recomendaciones anteriores, se solicita que, en un lapso de 60 días 
hábiles, se informe las acciones a realizar para su cumplimiento. 

 
c) Ordenar a la Lcda. Cecilia Fernández Castro, Jefa del Departamento de Análisis Ocupacional, 

establecer un cronograma que le permita atender en el menor tiempo posible las solicitudes de 
información remitidas por el Sub Proceso de Reclamos Administrativos, en cumplimiento al 
inciso 5) del artículo 38 del Reglamento de Organización del Ministerio de seguridad Pública y a 
los artículos 225 y 269 de la Ley General de la Administración Pública. 

 
Para el cumplimiento de las recomendaciones anteriores, se solicita que, en un lapso de 60 días 
hábiles, se informe las acciones a realizar para su cumplimiento. 
 

d) Ordenar a las instancias de la Dirección de Recursos Humanos que intervienen en el proceso 
de atención de los reclamos y gestiones administrativas de oficio, diseñar conjuntamente con el 
Subproceso de Reclamos Administrativos, los mecanismos y/o formularios que permitan 
conocer a este Subproceso, oportunamente, el estado de los trámites gestionados; desde el 
inicio de su tramitación hasta la ejecución del pago.  
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Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 120 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
3.2.2 Ordenar a la Comisión Institucional de Teletrabajo establecer en coordinación con el 

Subproceso de Reclamos Administrativos y la Oficina de Planificación Institucional, para la 
modalidad de teletrabajo en el Subproceso de Reclamos Administrativos, el o los indicadores 
de gestión de eficacia; que midan producción intermedia y los de calidad; que permitan 
evaluar las resoluciones emitidas mediante la modalidad de teletrabajo, estableciéndose los 
respaldos de sus componentes, según lo establecido en el artículo 20 del Reglamento para 
implementar la modalidad de teletrabajo en el Ministerio de Seguridad Pública. 
 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 120 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
3.2.3 Al Lic. Jorge Juárez Aparicio, Jefe del Departamento de Archivo Central, el cumplimiento de 

las siguientes recomendaciones:  
 

a) Coordinar con el Subproceso de Reclamos Administrativos de la Asesoría Jurídica, 
capacitación sobre archivos de gestión, funciones archivísticas y normativa legal, para todos 
los funcionarios del Subproceso, con el objetivo de propiciar una debida gestión documental 
mediante la que se ejerza control, se almacene y se recupere la información de manera 
oportuna y eficiente y de conformidad con las necesidades del Subproceso. 
 

b) Coordinar con el Subproceso de Reclamos Administrativos de la Asesoría Jurídica, una 
asesoría técnica que le permita al Subproceso de Reclamos Administrativos aplicar en su 
archivo de gestión las políticas archivísticas implementadas por la Junta Administrativa del 
Archivo Nacional. 

 

Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 30 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
 
3.3 A Lcda. Yanil Solano Obregón, Jefe Oficina de Planificación Institucional       
 
a) Definir en coordinación con el Subproceso de Reclamos Administrativos la propuesta de 

indicadores de gestión que se consideren pertinente para el Subproceso de Reclamos 
Administrativos según “Guía Metodológica para la Formulación, Reprogramación y 
Seguimiento de los Planes Anuales Operativos”. 
 

b) Realizar un estudio de verificación de los procedimientos de las instancias involucradas en la 
tramitación de los reclamos administrativos y gestiones administrativas de oficio articulando 
los procedimientos desde el inicio del trámite hasta el correspondiente pago. 

 
c) Establecer en coordinación con el Subproceso de Reclamos Administrativos y la Comisión 

Institucional de Teletrabajo, para la modalidad de teletrabajo en el Subproceso de Reclamos 
Administrativos, el o los indicadores de gestión de eficacia; que midan producción intermedia y 
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los de calidad; que permitan evaluar las resoluciones emitidas mediante la modalidad de 
teletrabajo, estableciéndose los respaldos de sus componentes, según lo estipulado en el 
artículo 20 del Reglamento para implementar la modalidad de teletrabajo en el Ministerio de 
Seguridad Pública. 

 
Para el cumplimiento de la recomendación anterior, se solicita que, en un lapso de 120 días 
hábiles, se informe las acciones realizadas para su cumplimiento. 

 
No omitimos recordarle que su Despacho, según lo establecido en el artículo 37 de la Ley General de 
Control Interno, dispone de un lapso de 30 días hábiles, para ordenar el cumplimiento de las 
recomendaciones de este informe, o en su defecto, proponer alternativas a esta Auditoría General, 
para solucionar las debilidades que se mencionan en el estudio. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
Douglas Elioth Martínez 
Auditor Interno  
 
 
lvu/ame/rsr/dem 
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